
 

 

CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD / RESOLUCIÓN 72 DEL 30 DE MARZO 
DE 2020 EXPEDIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE LA UNIDAD DE 
INFORMACIÓN Y ANÁLISIS FINANCIERO EXPEDIDA EN DESARROLLO DEL 
DECRETO QUE DECLARÓ ESTADO DE EMERGENCIA ECONÓMICA, SOCIAL 
Y ECOLÓGICA / CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN 
72 DEL 30 DE MARZO DE 2020 EXPEDIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE 
LA UNIDAD DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS FINANCIERO - Se encuentra 
ajustada a la legalidad 

 
[L]a suspensión ordenada en el  artículo 1.º de la Resolución 72 de 30 de marzo 
de 2020, procura garantizar el derecho al debido proceso en las actuaciones 
administrativas, comoquiera que según voces del artículo 10.º de la Resolución 
059 de 2013, el incumplimiento de los términos en la presentación de los reportes 
acarrea para los obligados multas y sanciones por parte de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales; es así por cuanto actualmente para los 
trabajadores de la compra y venta de divisas la presentación de los informes y sus 
soportes constituye una obligación imposible de cumplir, toda vez que ello implica 
el desplazamiento a sus lugares de trabajo. […] [E]l artículo 2.º de la Resolución 
72 de 30 de marzo de 2020, se trata de una medida que desarrolla el artículo 6.º 
del Decreto Ley 491 de 2020, que busca el reporte inmediato de operaciones 
sospechosas, información sobre la cual se edifica  la labor de la entidad frente a la 
centralización, sistematización y análisis de los datos recaudados en cuanto a 
compra y venta de divisas, en virtud de las Leyes 526 de 1999 y 1621 de 2013,  a 
efectos de prevenir y detectar posibles operaciones de lavado de activos, 
financiación del terrorismo y sus delitos. […] [E]sta disposición es igualmente de 
contenido aclaratorio, toda vez que, pese a la suspensión de los términos de los 
reportes de información, recalca que no interrumpe o elimina la obligación 
establecida por la Resolución 059 del 10 de abril de 2013 para los profesionales 
de compra y venta de divisas. En efecto, la citada disposición, establece un 
término para enviar actualizados los reportes que se han dejado de remitir en 
virtud de la suspensión, con determinación del plazo para ello. De esta manera se 
garantiza contar con información actualizada, generada durante el lapso de 
suspensión, que debe ser reportada una vez concluya la situación de aislamiento 
preventivo obligatorio, con lo cual se busca tener una trazabilidad constante de la 
información. […] [E]l contenido de los artículos 1.º a 3.º de la Resolución 72 de 30 
de marzo de 2020 se encuentra expresamente autorizado por los apartes del 
Decreto 491 de 2020, con fundamento en la suspensión de los términos de las 
actuaciones administrativas mencionadas, de cara a la medida de aislamiento 
preventivo obligatorio que restringe las transacciones presenciales y la 
comparecencia de los profesionales de la compra y venta de divisas en sus 
lugares de trabajo, en lo que concierne  a una de las competencias previstas en la 
normativa en cabeza de la UIAF.  

 
FUENTE FORMAL: CP - ARTÍCULO 215 / DECRETO LEGISLATIVO 491 DE 
2020 / LEY 137 DE 1994 / CPACA - ARTÍCULO 136 / CONVENCIÓN 
AMERICANA DE LOS DERECHOS HUMANOS - ARTÍCULO 29 
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ENCUENTRA AJUSTADA A LA LEGALIDAD.  
 
 
 

I. OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

La Sala Especial de Decisión Núm. 9 del Consejo de Estado, decide el control 

inmediato de legalidad de la Resolución 72 del 30 de marzo de 2020 expedida por 

el director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, por la cual 

«se suspenden los términos de reporte de información del sector de Profesionales 

de compra y venta de divisas regulados por la Resolución 059 de 2013 de la 

Unidad de Información y Análisis Financiero- UIAF».  

  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1 Supuestos fácticos 

 

1. La Organización Mundial de la Salud - OMS-, el 11 de marzo de 2020, calificó el 

brote de COVID-19 (Coronavirus) como una pandemia; por lo que el Ministerio de 

Salud y Protección Social, mediante la Resolución 385 de 12 de marzo de 2020, 

declaró «la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo 

de 2020», y en consecuencia, ordenó a los jefes y representantes legales de 

entidades públicas y privadas, adoptar las medidas de prevención y control para 

evitar la propagación del COVID- 19 (Coronavirus). 

 

2. El señor presidente de la República, en uso de las facultades previstas en el art. 

215 de la Constitución Política, con la firma de todos los ministros, expidió el 

Decreto 417 de 17 de marzo de 2020, en el cual declaró el «Estado de 



 

 

Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el 

término de 30 días»; con el fin de adoptar todas las medidas necesarias para 

conjurar la crisis e impedir: (i) la propagación del COVID-19 (Coronavirus), y (ii) la 

extensión de sus efectos negativos en la economía y demás sectores de la vida 

nacional.  

 

3. Nuevamente, a través de Decreto 637 de 6 de mayo de 2020, el presidente, con 

la firma de todos los ministros, declaró «[…] el Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de treinta (30) días 

calendario, contados a partir de la vigencia de este decreto». 

 

4. Por medio de Decreto Ordinario 457 de 22 de marzo de 2020, el presidente de 

la República impartió «instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada 

por la pandemia del Coronavirus COVID-19 y el mantenimiento del orden público», 

entre ellas, la de «ordenar el aislamiento preventivo obligatorio de todas las 

personas habitantes de la República de Colombia, a partir de las cero horas (00.00 

a.m.) del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas (00.00 a.m) del día 13 de 

abril de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus 

COVID-19». 

 

5. Luego, profirió el Decreto Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020 «Por el cual 

se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los 

servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan 

funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los 

contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del 

Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica». Entre varias de las 

medidas allí adoptadas el citado decreto dispuso en su artículo 6.º que hasta tanto 

permanezca vigente la emergencia sanitaria declarada por el ministerio de salud y 

protección social «las autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del 

presente Decreto, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, 

podrán suspender, mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones 

administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa». 

 

6. El director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, dictó la 

Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, por la cual «se suspenden los términos de 

reporte de información del sector de Profesionales de compra y venta de divisas 



 

 

regulados por la Resolución 059 de 2013 de la Unidad de Información y Análisis 

Financiero- UIAF». 

 

2.2 De la remisión del acto y trámite del control de legalidad  

 

7. El director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, mediante 

correo electrónico dirigido a la Secretaría General del Consejo de Estado, remitió 

copia simple del citado acto administrativo a efectos de que se realizara el control 

inmediato de legalidad consagrado en el art. 136 del CPACA.  

 

8.  El asunto en referencia, fue asignado al consejero ponente mediante el acta 

individual de reparto realizada por la Secretaría General del Consejo de Estado y 

fue puesto a disposición del despacho el 23 de abril de la presente anualidad para 

dar el trámite respectivo.  

 

9.  El magistrado sustanciador profirió el auto del 24 de abril de 2020 mediante el 

cual dispuso lo siguiente: a) avocar conocimiento y dar trámite al control de 

legalidad, b) notificar al director general de la Unidad de Información y Análisis 

Financiero, c) fijar un aviso en la Secretaría General de la Corporación por el 

término de diez (10) días anunciando la existencia del proceso, d) fijar un aviso en 

similares términos en el sitio web de la Unidad de Información y Análisis 

Financiero, e) informar a todas las personas interesadas en defender o impugnar 

el acto objeto de control, f) invitar al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a la 

Superintendencia Financiera y a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 

-DIAN, para que se pronunciaran sobre la legalidad del acto objeto de control y f) 

una vez cumplida la fijación del aviso por Secretaría General, dispuso correr el 

traslado al Ministerio Público, en los términos indicados por el numeral 5.º del 

artículo 185 del CPACA.  

 

10. Surtidas las notificaciones de rigor, se pronunciaron el director general de la 

Unidad de Información y Análisis Financiero, la Superintendencia Financiera y el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  

 

11.  Una vez se venció el término de traslado al Ministerio Público, el proceso de 

control de legalidad ingresó para proferir el fallo correspondiente.  

 



 

 

12. En cumplimiento del término de 15 días dispuestos en el art. 185 del CPACA, 

el magistrado sustanciador el veintitrés (23) de junio registró proyecto para fallo 

ante la Sala Especial de Decisión núm. 9.  

 

 

2.3. Intervenciones  

 

2.3.1. El director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero 

solicitó que se declare la legalidad del acto objeto de control.  

 

13. Para sustentar su posición, expuso que la expedición de la resolución requirió 

un análisis previo de viabilidad constitucional y legal de la medida, donde se 

advirtió la necesidad de suspender, parcialmente, los reportes de información de 

los profesionales de compra y venta de divisas, a efectos de garantizar los 

derechos fundamentales al debido proceso, a la vida y a la salud de los 

administrados involucrados en esa actividad. 

 

14. Según lo explicó, dicho organismo expidió la Resolución 059 de 10 de abril de 

2013, con la finalidad de obtener información de los profesionales de compra y 

venta de divisas, a efectos de prevenir y detectar operaciones relacionadas con el 

lavado de activos, sus delitos fuente, la financiación del terrorismo y  armas de 

destrucción masiva, de acuerdo con las competencias asignadas por los  artículos 

3.º, 4.º (numeral 5.º) y 9.º de la Ley 526 de 19991, la Ley 1121 de 20062 y el 

artículo 2.14.2 del Decreto 1068 de 20153. 

 

15. En cuanto a la motivación del acto, esgrimió que se tuvo en cuenta el riesgo y 

la posible afectación de los derechos fundamentales a la salud y a la vida de los 

profesionales de compra y venta de divisas, por lo que consideró suspender la 

obligación de reportar información en los términos indicados en la resolución, con 

la finalidad de evitar la interacción social entre estos trabajadores de compra y 

venta de divisas y sus clientes, en aplicación de las recomendaciones dadas por la 

OMS sobre el distanciamiento social y el aislamiento. 

 

16. Además explicó que, a través del Decreto 457 de 22 de marzo de 2020, el 

gobierno nacional ordenó el aislamiento preventivo obligatorio, por lo que los 

 
1 «Por  med io  de  la  cua l  se  c rea  la  Un idad  de  In fo rmac ión  y  An á l i s is  F inanc ie ro » .  
2 «Por  la  cua l  se  d ic tan  normas  para  la  p revenc ión ,  de tecc ión ,  inves t igac ión  y  sanc ión 
de  la  f i nanc iac ión  de l  ter ro r i smo y  o t ras  d ispos ic iones » .   
3 «Por  med io  de l  cua l  se exp ide  e l  Decre to  Ún ico  Reg lamentar io  de l  Sec to r  Hac ienda y  
Créd i to  Púb l i co» .  



 

 

profesionales de compra y venta de divisas no podrían desarrollar sus actividades 

laborales al no encontrarse en las exclusiones; en este sentido, la exigencia del 

reporte de actividades no sospechosas resultaría ineficaz y de no suspenderse 

ocasionaría cargas excesivas al administrado, en contravía de los principios de 

eficacia y economía que deben orientar la actuación administrativa. 

 

17. Luego, indicó que el Gobierno Nacional expidió el Decreto Ley 491 de 28 de 

marzo de 2020, en razón de la emergencia económica, social y ecológica, en el 

cual autorizó en su artículo 6.º, la suspensión de términos de las actuaciones 

administrativas. 

 

18. En este sentido la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 suspendió una 

actuación administrativa que impone, exclusivamente, una obligación a cargo de 

los profesionales de compra y venta de divisas, la cual no consagra un derecho de 

los administrados sino que al contrario, ante la situación actual, enmarcada por la 

emergencia sanitaria, la UIAF quiso aliviar una carga obligacional al suspender los 

reportes establecidos en la Resolución 059 de 10 de abril de 2013 referentes a 

«ausencia de operaciones sospechosas, compra y venta de divisas individuales y 

múltiples y ausencia de transacciones en efectivo».  

 

19. Además, precisó, que como la crisis actual esta siendo utilizada como 

oportunidad para realizar operaciones relacionadas con el lavado de activos, sus 

delitos fuente, la financiación del terrorismo y la financiación de la proliferación de 

armas de destrucción masiva, la UIAF mantuvo la obligación de reporte de 

operación sospechosa. 

 

2.3.2. La Coordinadora del Grupo Contencioso Administrativo de la 

Superintendencia Financiera de Colombia consideró que no existía mérito para 

intervenir dentro del control de legalidad de la Resolución 72 del 30 de marzo de 

2020, toda vez que no guardaba relación con las funciones de la 

Superintendencia. 

 

2.3.3. La apoderada del Ministerio de Hacienda y Crédito Público rindió 

concepto en el cual precisó que la Resolución 072 de 30 de marzo de 2020 se 

profirió con apego al principio de legalidad.  

 



 

 

21. Al respecto señaló que la UIAF, tal como lo dispone la Ley 526 de 1996, es 

una unidad administrativa especial con personería jurídica, autonomía 

administrativa, patrimonio independiente, de carácter técnico, adscrita al Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público, a la cual se le atribuyó como una de sus funciones 

detectar prácticas asociadas con el lavado de activos, financiación del terrorismo y 

las conductas relacionadas con la defraudación en materia aduanera. En ese 

sentido, estimó que ese Ministerio no tiene competencia para la aprobación o 

autorización de las decisiones proferidas por la UIAF en virtud de su autonomía. 

 

22. En cuanto a la motivación y facultades legales para proferir el acto objeto de 

control se refirió al Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo 20204, por el cual el 

Gobierno Nacional facultó la suspensión de términos en las actuaciones 

administrativas, y por tanto, era un deber de la administración adoptar las medidas 

transitorias para  garantizar el derecho fundamental a la salud de los servidores 

públicos, la protección de los ciudadanos, así como el respeto por la seguridad 

jurídica y el debido proceso de los interesados en las actuaciones de la entidad, 

hasta tanto permanezca vigente la emergencia sanitaria declarada por el 

Ministerio de Salud y Protección Social. 

 

23. Finalmente refirió que cada una de las disposiciones de la Resolución 72 de 30 

de marzo de 2020 desarrollaron el artículo 6.º del Decreto Legislativo 491 de 2020, 

por lo que, a su juicio, se ajusta a la legalidad.  

 

2.4. Concepto del Ministerio Público 

 

24. La Procuradora Delegada ante el Consejo de Estado guardó silencio. 

 

 

III. CONSIDERACIONES  

 

 

3.1. Competencia  

 

 
25. La Sala Especial de Decisión núm. 9 del Consejo de Estado, es competente 

para decidir el presente control inmediato de legalidad, de conformidad con lo 

 
4 «Por  e l  cua l  se  ad optan  med idas  de  u rgenc ia  para  garan t i za r  la  a tenc ión  y  la  
p res tac ión  de  los  serv ic ios  por  par te  de  las  au to r idades  púb l icas  y  los  par t i cu la res  que 
cumplan  func iones  púb l i cas  y  se  toman med idas  para  la  p ro tecc ión  labora l  y  de  los  
con t ra t i s tas  de  p res tac ión  de  serv ic ios  de  las  en t idades  públ i cas ,  en  e l  marco  del  
Es tado  de  Emergenc ia  Económica ,  Soc ia l  y  Eco lóg ica » 



 

 

dispuesto en el numeral 8.º del art. 111 del Código de Procedimiento y de lo 

Contencioso Administrativo, en armonía con lo consagrado en el art. 29 del 

Acuerdo 080 de 2019 -Reglamento del Consejo de Estado- y en el acuerdo de la 

Sala Plena, aprobado en sesión núm. 10 del 1.º de abril de la presente anualidad, 

celebrada durante el actual estado de emergencia, mediante el cual se asignó a 

las Salas Especiales de Decisión la competencia para conocer y decidir los 

controles inmediatos de legalidad en aplicación del art. 197 del Reglamento del 

Consejo de Estado. 

 

3.2.  El acto objeto de control de legalidad  

 

26. El texto del acto administrativo cuyo examen ocupa la atención de la Sala 9ª 

de Decisión es del siguiente tenor: 

 
«UNIDAD DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS FINANCIERO 

RESOLUCIÓN No. 72 DE 2020 

(30 de marzo de 2020) 

Por la cual se suspenden los términos de reporte de información del sector de 

Profesionales decompra y venta de divisas regulados por la Resolución 059 de 2013 de la 

Unidad de Información y Análisis Financiero – UIAF 

 

EL DIRECTOR GENERAL DE LA 

UNIDAD DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS FINANCIERO 

 

En ejercicio de sus funciones legales, en especial las establecidas en los artículos 1, 3, 9 y 

10 de la 

Ley 526 de 1999 y el artículo 6 del Decreto Ley 491 de 2020, 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que la Resolución 059 del 10 de abril de 2013, emitida por la Unidad de Información y 

Análisis Financiero - UIAF, estableció los reportes de operaciones sospechosas -ROS, 

ausencia de operaciones sospechosas, compra y venta de divisas y ausencia de compra y 

venta de divisas con una periodicidad trimestral para los profesionales de compra y venta 

de divisas.  

Que la Resolución 000061 del 3 de noviembre de 2017, emitida por la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN, reitera la vigilancia y control de las actividades de 

las personas que ejercen de manera profesional la compra y venta de divisas, así como el 

cumplimiento de las obligaciones señaladas en la Resolución No. 059 de 2013 de la UIAF.  

 

Que el Anexo Técnico de Transacciones de Compra y Venta de Divisas define la fecha de 

entrega de la información del reporte, la cual será dentro de los primeros 10 días 

calendario después de la fecha de corte del periodo trimestral (fin del último mes del 

trimestre) por medio del Sistema de Reporte en Línea - SIREL.  

 

Que el 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud (OMS) declaró que el 

virus COVID - 19 pasó de ser una epidemia a una pandemia con graves efectos para la 

salud de los contagiados y la población en general.  

 



 

 

Que mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y 

Protección Social declaró la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional, en procura 

de minimizar los efectos negativos en la salud de la población por efecto del COVID -

19.Que una de las principales medidas recomendadas por la Organización Mundial de la 

Salud, es el distanciamiento social y aislamiento como una herramienta esencial para 

permitir la protección la vida y la salud de los colombianos.  

 

Que a través del Decreto Ley 457 del 22 de marzo de 2020 el Gobierno Nacional ordenó el 

aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de 

Colombia, a partir de las cero horas del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas del 

día 13 de abril de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del COVID -19.  

 

Que por medio del artículo 6 del Decreto Ley 491 del 28 de marzo de 2020 por razón del 

servicio y como consecuencia de la emergencia, el Gobierno Nacional facultó la 

suspensión de términos de las actuaciones administrativas previa expedición de un acto 

administrativo por la Entidad Estatal interesada.  

 

Que la emergencia sanitaria y el aislamiento preventivo constituye un hecho de fuerza 

mayor, exterior, irresistible e imprevisible, por lo cual es deber de la administración adoptar 

las medidas transitorias que garanticen el derecho fundamental a la salud de los servidores 

públicos, la protección de los ciudadanos, así como el respeto por la seguridad jurídica y el 

debido proceso de los interesados en las actuaciones que desarrolla la Unidad de 

Información y Análisis Financiero - UIAF-.  

Que teniendo en cuenta lo anterior,  

 

 

RESUELVE: 

 

 

ARTÍCULO PRIMERO. Suspender los términos del reporte de ausencia de operaciones 

sospechosas, compra y venta de divisas individuales y múltiples y ausencia de 

transacciones en efectivo hasta que se levante el aislamiento preventivo obligatorio 

ordenado por el artículo primero del Decreto Ley 457 de 2020.  

 

PARÁGRAFO. En caso de extenderse el término del aislamiento preventivo obligatorio se 

extenderá la suspensión de los reportes de información hasta el día siguiente hábil del 

levantamiento de la medida preventiva.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO. El reporte de operación sospechosa para los profesionales de 

compra y venta de divisas se debe reportar de manera inmediata mediante el Sistema de 

Reporte en Línea - SIREL- o en su defecto y transitoriamente mientras esté vigente el 

presente acto administrativo al correo electrónico infouiaf@uiaf.gov.co.  

 

ARTÍCULO TERCERO. La suspensión de los términos de reporte de información no 

interrumpe o elimina la obligación de reporte establecida por la Resolución 059 del 10 de 

abril de 2013 para los profesionales de compra y venta de divisas, por lo cual dentro de los 

primeros diez días calendario del mes siguiente al levantamiento del aislamiento preventivo 

obligatorio, los sujetos obligados deben actualizar los reportes de información suspendidos 

a través del Sistema de Reporte en Línea - SIREL-. 

 

ARTICULO CUARTO. En virtud del artículo 136 de la Ley 1437 de 2011 por la cual se 

adopta el "Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo" 

remítase el presente acto administrativo al Consejo de Estado dentro de las cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes para su control de legalidad.  

 

ARTÍCULO QUINTO. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación.  

 



 

 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

Dada en Bogotá D.C., a los treinta (30) días del mes de marzo de 2020. 

 

JAVIER ALBERTO GUTIÉRREZ LÓPEZ 

DIRECTOR GENERAL» 

 

 

3.3. Problema jurídico  

 

27. A la Sala Especial de Decisión núm. 9 le corresponde determinar, si la 

Resolución 72 del 30 de marzo de 2020 expedida por el director general de la 

Unidad de Información y Análisis Financiero, se encuentra, en sus aspectos formal 

y material, conforme con las disposiciones constitucionales previstas en el art. 

215, el Decreto Legislativo 491 de 2020, la Convención Americana de los 

Derechos Humanos y la Ley 137 de 1994.    

 

28. Para el efecto, la Sala abordará los temas que se mencionan a continuación: 

3.4. Estados de excepción, alcance a la luz del Estado constitucional de derecho, 

3.5 Los derechos fundamentales en los estados de excepción. 3.6 El estado de 

emergencia económica, social y ecológica, 3.7 Objeto y características del medio 

de control inmediato de legalidad, 3.8 El estado de emergencia económica, social 

y ecológica declarado por el presidente de la República -Decreto 417 de 2020-, 3.9 

Control de legalidad formal y material de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 

expedida por el director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, 

3.10. Análisis de la proporcionalidad de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 

a la luz del control de convencionalidad y, 3.11 Decisión.  

 

29. En cuanto al marco jurídico desarrollado en los numerales 3.4 a 3.8, la Sala se 

permite reiterar el análisis realizado en providencia de 21 de mayo de 2020, por 

esta misma Sala Especial de Decisión, dentro del proceso radicado 11001-0315-

000-2020-00964-005. 

 

3.4 Estados de excepción- alcance a la luz del Estado constitucional de 

derecho  

 

30. La Constitución Política de 1991 declara que Colombia es un Estado social de 

derecho, que deriva toda su legitimidad de la democracia (art. 1.º C.P.). 

 
5 Re fe ren te  a l  con t ro l  de lega l idad  de la  C i rcu lar  Ex te rna  núm.  11  de l  19  de  marzo  de 
2020 exped ida  por  e l  Super in tendente  de  la  Economía So l idar ia ,  con  ponencia  de 
qu ien  se  ocupa de  es ta  p rov idenc ia .  



 

 

perspectiva normativa bajo la cual se consagró, de manera taxativa, tres tipos de 

estados de excepción: estado de guerra exterior- art. 212-, estado de conmoción 

interior -art. 213 C. P.-, y estado de emergencia económica, social y ecológica -art. 

215 C. P-. que representan a manera de numerus clausus las hipótesis de 

anormalidad previstas por el Constituyente6, lo cual significa, que son éstas las 

circunstancias y no otras, las que permiten revestir al presidente de la República 

de facultades extraordinarias.  

 

31. Ahora, si bien es cierto, que el ordenamiento constitucional autoriza al 

presidente de la República para asumir ciertas facultades que permitan superar las 

circunstancias de anormalidad, es posible que se generen restricciones a las 

libertades públicas, también lo es, que los fundamentos constitucionales, no 

pueden desconocerse y se deben conservar como instrumento racionalizador de 

las medidas adoptadas.  

 

32. Es fundamental precisar, que en virtud del Estado constitucional de derecho, la 

declaratoria del estado de excepción, así como los decretos legislativos y las 

medidas administrativas que lo desarrollan, deben ceñirse a la Constitución como 

norma jurídica fundamental del Estado, tal como lo prescribe el art. 4.º superior.  

 
33. En este orden, la regulación que hace la Constitución y la Ley Estatutaria 137 

de 1994, de los estados de excepción, tienen sustento en el carácter reglado, 

excepcional y limitado de dichos institutos.  

 
 
3.5. Los derechos fundamentales en los estados de excepción  
 
 

34. Cualquier medida que se tome en desarrollo de la declaratoria de un estado de 

excepción, tiene como límite el respeto por los derechos humanos reconocidos en 

la Constitución Política, y en los instrumentos internacionales que se integran al 

ordenamiento jurídico interno en virtud del bloque de constitucionalidad.  

 

35. Precisamente, una de las formas de garantizar el respeto de los derechos 

humanos en los estados de excepción, está dada en el ejercicio del control de 

convencionalidad, a través del cual todo juez nacional7 ex officio y en el marco de 

 
6 Sen tenc ia  C-  004  de  1998.   
7 La  ob l igac ión  de  rea l i za r  e l  con t ro l  de  convenc iona l idad  cor responde a  los  jueces  y  
ó rganos  v incu lados  a  la  admin is t rac ión  de jus t i c ia  en  todos  los  n ive les ,  as í  se 



 

 

sus competencias8, debe realizar un examen de compatibilidad entre las 

disposiciones y actos internos que tiene que aplicar a un caso concreto, con los 

tratados internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

 

36. El control de convencionalidad9 tiene su fuente en las obligaciones de los 

Estados consagradas en los artículos 1.1, 2 y 29 de la Convención Americana de 

los Derechos Humanos. Según estas disposiciones es deber de los estados 

organizar todo el aparato del poder público para permitir el pleno y efectivo goce y 

ejercicio de los derechos y libertades que se reconocen en la Convención 

Americana de los Derechos Humanos, así también, interpretar el ordenamiento 

interno de conformidad con la CADH.  

 

37. En este orden, los parámetros fijados por la Convención Americana de 

Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, 

son de obligatoria observancia en el control de las medidas que se toman, en 

virtud de un estado de excepción, como especial garantía para impedir 

limitaciones o restricciones innecesarias de los derechos humanos.  

 

38. Sobre el particular, es necesario distinguir que en materia de estados de 

excepción, se hace relación a los derechos humanos considerados como 

intangibles, esto es, aquellos que durante estados de anormalidad no pueden ser 

suspendidos, ni tampoco sus respectivas garantías judiciales.  

 

39. En tal sentido la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su 

artículo 27.2 califica como tales a los siguientes derechos:, a la vida (Art. 4.º), a la 

integridad personal (Art. 5.º), la prohibición de esclavitud y servidumbre, el 

 
dete rminado en  e l  Caso  Cabrera  Garc ía  y  Mont ie l  F lo res  Vs .  M éx ico .  Excepc ión 
Pre l im inar ,  Fondo,  Reparac iones  y  Cos tas .  Sen tenc ia  de  26  de  nov iembre  de  2010.   
 
8 Los ó rganos de l  Poder  Jud ic ia l  deben e je rcer  no  só lo  un  con t ro l  de 
cons t i tuc iona l idad ,  s ino tamb ién  “ de  convenc iona l idad”  ex  o f f ic io  ent re  las  normas 
in te rnas  y  la  Convenc ión  Amer icana ,  ev iden temente  en e l  marco  de  sus  respec t i vas 
competenc ias y  de las  regu lac iones  p rocesa les  cor respond ien tes .  As í  lo  expresó la  
Cor te  In te ramer icana  de  Derechos  Humanos  en  e l  Caso  Traba jadores  Cesados  del  
Congreso  (Aguado A l fa ro  y  o t ros )  Vs .  Per ú .  Excepc iones  Pre l iminares ,  Fondo,  
Reparac iones  y  Cos tas .  Sen tenc ia  de  24  de  Nov iembre  de  2006  
 
9 E l  con t ro l  de  convenc iona l idad ,  con  d icha  denominac ión ,  aparece por  p r imera  vez en 
la  ju r i sp rudenc ia  con tenc iosa  de  la  Cor te  IDH en  e l  caso  A lmonac id  Are l lano  vs .  Ch i le .  
Con an te r io r idad ,  e l  j uez  Serg io  Garc ía  Ramírez ,  en  sus  vo tos  de  los  casos  Myrna 
Mack  y  T ib i ,  hab ía rea l i zado  una  aprox imac ión  conceptua l  a l  con t ro l  de 
convenc iona l idad  que  se  rea l i za  en  la  sede in te ramer icana  y  en  e l  ámb i to  in te rno  de 
los  Es tados ,  pero  en  A lmonac id  Are l lano  la  Corte  p rec isa  sus  p r inc ipa les  e lementos .   
 



 

 

principio de legalidad e irretroactividad (Art. 9.º), la libertad de conciencia y religión 

(Art. 12), la protección  de la familia (Art. 17), el derecho al nombre (Art. 18), los 

derechos del niño (Art. 19), el derecho a la nacionalidad (Art. 20) y los derechos 

políticos (Art. 23). Igualmente el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos consagra, consagra la protección del derecho a la vida en su artículo 6.1. 

 
 
40. En la misma línea, la Ley Estatutaria de los Estados de Excepción, Ley 137 de 

1994, prescribe en el art. 5.º que las limitaciones a los derechos no podrán ser tan 

gravosas que impliquen la negación de la dignidad humana, de la intimidad, de la 

libertad de asociación, del derecho al trabajo, del derecho a la educación, de la 

libertad de expresión y de los demás derechos humanos y libertades 

fundamentales que no pueden ser suspendidos en ningún estado de 

excepción. Dicho artículo señala además que tampoco podrán ser suspendidas las 

garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos, y que de 

todas formas se garantizarán los derechos consagrados en el artículo 29 de la 

Constitución Política. 

 

 
41. Ahora bien, los demás derechos, que no son considerados como intangibles, 

pueden ser objeto de restricciones en los estados de excepción pero éstas, no son 

ilimitadas y deben ajustarse a los principios de razonabilidad, idoneidad y 

proporcionalidad. Con todo, ha de entenderse que las amplias potestades con las 

cuales queda revestido el presidente de la República para limitar o restringir tales 

derechos y libertades, no pueden ser ejercidas de manera arbitraria o caprichosa, 

pues aún siendo tangibles, cualquier decisión que pudiere impactar su ejercicio, 

debe justificarse plenamente por la necesidad de conjurar la crisis y de evitar la 

expansión de sus efectos, so pena de incurrir en la trasgresión de esos derechos y 

libertades, cuya salvaguarda propugna el derecho internacional de los derechos 

humanos.  

  

42. En concordancia con lo anterior, el artículo 6.º de la citada ley permite limitar el 

ejercicio de algún derecho no intangible, a condición de que no se afecte su 

núcleo esencial y se establezcan garantías y controles para su ejercicio, y por su 

parte, el art. 8.º ibidem, determina que los decretos de excepción deberán justificar 

de forma expresa los motivos por los que se imponen limitaciones a los derechos 

constitucionales a fin de demostrar la conexidad con las causas de la perturbación 

y los motivos por los cuales se hacen necesarias.  



 

 

 
43. Precisamente, en el escenario del derecho internacional convencional existe la 

obligación de los Estados partes de respetar determinada clase de derechos y de 

acatar una lista de principios jurídicos que no pueden ser desconocidos en los 

estados de excepción, pues es a través de estos últimos que se establecen límites 

a las actuaciones de los poderes públicos en estado de crisis y se garantiza el 

control y la supervisión de los organismos internacionales.  

 

44. Algunos de estos principios, que en su momento fueron incluidos en el Informe 

del relator especial de las Naciones Unidas Leandro Despouy sobre los derechos 

humanos y los estados de excepción del 23 de junio de 199710, son el principio de 

proclamación11, de notificación12, de la no discriminación13, de la 

 
10 Nac iones  Un idas  D is t r .  GENERALE/CN.4 /Sub.2 /1997/1923 de  jun io  de  1997.  
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Subcomis ión  de  Prevenc ión  de  Disc r im inac iones 
y  Pro tecc ión  a  las  M inor ías  49º  per íodo  de  ses iones ,  Tema 9  a )  de l  p rograma.   
 
11 Según es te  p r inc ip io  l os  Es tados ,  no  pueden adopta r  med idas  res t r i c t i vas  de  los  
derechos  humanos  s in  in fo rmar  p rev iamente  a  la  pob lac ión  sobre  la  neces idad  de 
hacer lo .  Ba jo  ta les  parámet ro s ,  la  omis ión  de  ese  deber  cons t i tuye  una v io lac ión  a  las  
normas  convenc iona les consagradas  en  e l  Pac to  In te rnac iona l  de  Derechos  Civ i les  y  
Po l í t i cos  (a r t i cu lo  4 .1 ) .  
 
12 Es te  p r inc ip io  es tá  con templado  en  e l  Pac to In te rnac iona l  de  Derechos  Civ i les  y  
Po l í t i cos  (a r t ícu lo  4 .3) ;  en  la  Convenc ión  Amer icana  sobre  Derechos  Humanos 
(a r t ícu lo  27 .3 ) .  A l  tenor  de  es te  p r inc ip io ,  « los  es tados  t ienen  la  ob l igac ión  de  in fo rmar 
inmed ia tamente  a  los  dem ás  Es tados  Par tes  en  e l  p resen te  Pac to ,  por  conduc to  del  
Secre ta r io  Genera l  de  las  Nac iones  Un idas ,  de las  d ispos ic iones  cuya ap l i cac ión  haya 
suspend ido  y  de  los  mot i vos  que  hayan susc i tado  la  suspens ión .  Se hará  una  nueva 
comun icac ión  por  e l  m ismo conduc t o  en  la  fecha  en  que  haya  dado por  te rm inada ta l  
suspens ión» .    
 
13 Según es te  p r inc ip io  los  Es tados que  e je rcen  las  facul tades  ex t raord inar ias  que 
suspenden o  derogan derechos  humanos  no  deben incur r i r  en  p rác t i cas  n i  med idas 
d isc r im ina to r ias  fundadas  en  m ot ivos  de  raza ,  sexo ,  co lo r ,  i d ioma u  o r igen  soc ia l .  Es tá 
consagrado  en  e l  Derecho  In te rnac iona l  convenc iona l ,  espec ia lmente  la  Convenc ión 
Amer icana  sobre  Derechos  Humanos  en su a r t ícu lo  27 .2 ,  y  e l  Pac to  In te rnac iona l  de 
Derechos  Civ i les  y  Po l í t i cos  en  e l  a r t í cu lo  4 .1 .  
   



 

 

proporcionalidad14, de provisionalidad o temporalidad15, de la intangibilidad de 

ciertos derechos humanos16 y de necesidad17.  

 

45. En atención a lo expuesto, el control inmediato de legalidad de los actos 

administrativos generales expedidos con ocasión de la declaratoria de emergencia 

económica, social y ambiental, que es de naturaleza integral, no puede limitarse a 

la confrontación del acto sub examine con las disposiciones constitucionales y a 

las normas legales transitorias aplicables a la situación de alarma o de emergencia 

que determinó la declaratoria del estado de excepción, pues es también necesario 

realizar un análisis de convencionalidad ex officio en el marco de las competencias 

propias del control de legalidad y bajo los parámetros mencionados en el presente 

acápite, cuando quiera que las medidas de excepción, derogatorias del régimen 

común que rige en tiempos de normalidad, puedan afectar o comprometer el 

ejercicio de los derechos y libertades mencionados en precedencia y con mayor 

razón aún si alguno de ellos es de aquellos que en las normas que conforman el 

bloque de constitucionalidad se consideran intangibles. 

 

3.6 Estado de emergencia económica social y ecológica   
 

 
14 A  la  luz  de  es te  p r inc ip io ,  las  med idas  excepc iona les  que  se  adopten  deben ser  
adecuadas  a  las  s i tuac iones  de  c r i s i s  ex t raord inar ias  y  en  n ingún caso  deben ser  
desproporc ionadas  o  desmed idas .  De es ta  manera  se  ex ige  por  los  ins t rumentos 
in te rnac iona les ,  que  ex is ta  una  re lac ión  de  p roporc iona l idad  en t re la  s i tuac ión  de 
c r i s i s  y  las  med idas  que  se  deban adopta r  para  con t ra r res ta r la  y  superar la .  E l  a r t i cu lo  
4 .1  de l  Pac to In te rnac iona l  de  Derechos  Civ i les  y  Po l í t icos  es tab lece  que  los  Es tados  
Par tes  podrán  adopta r  d ispos ic iones  que ,  en  la  med ida  es t r i c tamente l im i tada  a  las  
ex igenc ias  de  la  s i tuac ión ,  suspendan las  ob l igac iones  con t ra ídas  en v i r tud  de  d icho 
Pac to .   E l  a r t i cu lo  27 .1 de  la  Convenc ión  Amer icana  sobre  Derechos  Humanos ,  por  su 
par te ,  es tab lece  que  e l  Es tado  Par te  de  la  Convenc ión  podr á́  adop ta r  d ispos ic iones 
que ,  en la  med ida y  por  e l  t i empo es t r i c tamente  l im i tados a  las  ex igenc ias  de  la  
s i tuac ión ,  suspendan las  ob l igac iones  con t ra ídas  en  v i r tud  de  es ta  Convenc ión .   
 
 
15 E l  a r t .  27 .1  de  la  Convenc ión Amer icana  de  Derechos Humanos  es tab lece 
expresamente  que  las  d ispos ic iones  que  adopten  los  Es tados  para  suspender  las  
ob l igac iones  con t ra ídas en  v i r tud  de  la  Convenc ión ,  lo  serán  en  la  med ida  y  por  e l  
« t iempo es t r ic tamente  l im i tados  a  las  ex igenc ias  de  la  s i tuac ión » .   
 
16 Es te  p r inc ip io  impone e l  deber  de  los  Es tados  de reconocer  y  garan t i za r  ba jo  toda 
c i rcuns tanc ia  de  t iempo y  lugar  un  núc leo  mín imo de  derechos  s in  n inguna 
d isc r im inac ión .   La  Convenc ión  Amer icana  sobre  Derechos  Humanos en  su  a r t i cu lo  
27 .2  de te rmina  c ie r tos  derechos  p ro teg idos  que  no  pueden ser  ob je to de  suspens ión 
tempora l  de par te  de  los  Es tados ,  y  es tab lece ,  además ,  como derechos  inderogab les 
las  garan t ías  jud ic ia les  que  son  ind ispensab les  para  p ro teger  los  derechos  no 
suscept ib les  de  suspens ión  tempora l .   
 
17 Es te  p r inc ip io  imp l i ca,  que  los  es tados  so lamente  pueden acudi r  a  las  med idas 
ex t raord inar ias ,  cuando es tán en  impos ib i l i dad de  resolver  la  c r is i s  o  la  emergenc ia 
por  los  med ios  legales  norma les de  que d isponen los  Es tados .  E l  Pac to  In te rnac ional  
de  Derechos  Civ i les  y  Po l í t i cos  a r t .4 .1 ;  la  Convenc ión  Amer icana sobre  Derechos 
Humanos  a r t .  27 .1 ;  re i te ran  que los  Es tados  pueden adopta r  d ispos ic iones que 
suspendan c ie r tas  ob l igac iones  con ten idas  en  d ichos  t ra tados ,  «en  la  med ida 
es t r i c tamente  l im i tada  a las  ex igenc ias  de  la  s i tuac ión » .   
 



 

 

 
46. El estado de excepción de emergencia económica, ecológica y social, es un 

instituto autónomo respecto de los demás estados de excepción que tienen su 

génesis en la perturbación del orden público, material y político. Con la reforma 

constitucional de 1968, realizada a través del acto legislativo 01 del citado año, se 

introdujo por primera vez ésta clase de estado de excepción18, aunque referido 

exclusivamente al orden económico y social.  

 

47. A lo largo de los debates que tuvieron lugar en el seno de la asamblea 

nacional constituyente, quedó constancia expresa de la voluntad de los 

asambleístas por mantener la separación de los estados de excepción destinados 

a conjurar perturbaciones del orden público, material y político y el estado de 

emergencia económica y social19.  

 

48. También quedó claro, que debían sumarse a este estado de excepción, las 

perturbaciones ecológicas y en general todos aquellos eventos que atenten contra 

el medio ambiente o el equilibro ecológico en su sentido más amplio20.  

 

49. En este sentido, la Constitución Política de 1991, consagró en el art. 215 el 

estado de emergencia, económica, social y ecológica, el cual podrá ser declarado 

por el presidente, con la firma de todos los ministros, «cuando sobrevengan 

hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 que perturben o 

amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y 

ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública».  

 

50. Como bien puede observarse, el constituyente solamente hizo alusión a que 

las situaciones de anormalidad que ameritan la declaratoria del estado de 

emergencia a la luz del art. 215 Constitucional, deben ser distintas a aquellas que 

amenacen o perturben el orden público, y en lo demás, utilizó el concepto jurídico 

indeterminado, o «fórmula abierta» que permite reservar a cada caso concreto, la 

 
18 Ar t ícu lo  43 .  E l  Ar t ícu lo  122  de  la  Cons t i tuc ión  Nac iona l  quedará  as í :  Cuando 
sobrevengan hechos  d is t in tos  de  los  p rev is tos  en  e l  Ar t ícu lo  121 ,  que  per tu rben  o 
amenacen per tu rbar  en  fo rma grave e  inminen te e l  o rden  económico  o soc ia l  de l  pa ís  o 
que  cons t i tuyan  también  g rave  ca lamidad  púb l ica ,  podrá  e l  Pres iden te ,  con  la  f i rma de 
todos  los  M in is t ros ,  dec la ra r  e l  es tado  de  emergenc ia  por  per íodos  que  sumados  no 
podrán  exceder  de  noventa  d ías  a l  año .   Median te  ta l  dec la rac ión ,  que  deberá  ser  
mot i vada ,  podrá  e l  Pres iden te  con  la  f i rma de  todos  los  M in is t ros ,  d ic ta r  dec re tos  con 
fuerza  de  ley  des t inados  exc lus ivamente  a  conju ra r  la  c r i s i s  y  a  imped i r  la  ex tens ión 
de  sus  e fec tos .  Ta les dec re tos  so lamente  podrán  re fe r i rse  a  mater ias  que  tengan 
re lac ión  d i rec ta  y  especí f i ca  con  la  s i tuac ión  que  de te rmine  e l  es tado  de  emergenc ia .   
19 Gace ta  Cons t i tuc ional  núm.  55  
20 Ib idem .   



 

 

definición del hecho que perturbe o amenace perturbar en forma grave e 

inminente el orden económico, social y ecológico o la noción de grave calamidad 

pública. 

 

51. La Corte Constitucional en la sentencia C- 004 de 1992, una de las primeras 

decisiones en las que se analizó el estado de emergencia social,21 una vez entró 

en vigor la Constitución Política de 1991, determinó que la falta de concreción del 

concepto no abre el camino para que el gobierno actué de forma discrecional y 

pueda definir cualquier circunstancia como sobreviniente y gravemente 

perturbadora del orden económico, social o ecológico del país o constitutiva de 

grave calamidad pública, toda vez que toda declaratoria de emergencia debe estar 

motivada y debidamente acreditada en los hechos que le sirven de fundamento.   

 

52. En los años posteriores, la Corte Constitucional tomando como punto de 

partida la sentencia ut supra mencionada, construyó una amplia línea de análisis 

jurisprudencial, sustentada en el estudio de los diversos decretos legislativos que 

han sido proferidos en virtud del estado de emergencia económico, social y 

ecológico, de las cuales se destacan la C-004-1992, C139-2009, C-366-1994, C-

219 de 1999, C-156 de 2011, en las cuales el alto Tribunal Constitucional 

desarrolló los siguientes lineamientos de interpretación sobre los presupuestos 

materiales del estado de emergencia económica social y ecológica, de la cual se 

extraen los siguientes criterios jurídicos:  

 

a) La declaratoria de la emergencia está condicionada a la ocurrencia de una 

situación de hecho que perturbe o amenace perturbar de manera grave, 

inminente o  intempestiva, el orden económico, social y ecológico, o al suceso 

de una calamidad pública.  

b) Los hechos que dan origen al estado de emergencia, no solo deben tener una 

entidad propia e intensidad traumáticas, que logren conmocionar o trastocar el 

orden económico, social o ecológico, lo cual caracteriza su gravedad, sino que 

además deben ser imprevistos, estos es, que son diferentes a los que se 

producen regular y cotidianamente22.  

 
21 En  es ta  opor tun idad ,  e l  a l to  t r ibuna l  cons t i tuc iona l  e je rc ió  e l  con t ro l  de l  D ecre to  332 
de  1992  exped ido  por  e l  gob ie rno  de  tu rno ,  e l  cua l  se  sus ten tó  en la  a l te rac ión  y  
per tu rbac ión   de l  c l ima labora l  de l  sec to r  púb l i co  por  la  fa l ta  de  a lza  opor tuna  de 
sa la r ios  con  ocas ión  de la  t rans ic ión  de l  rég imen cons t i tuc iona l  an te r io r  a l  c reado por  
la  Cons t i tuc ión  Po l í t i ca  de  1991” .  
22 Sen tenc ia  C-  216  de  1999.   



 

 

c) El estado de emergencia también se puede ocasionar en una calamidad 

pública, entendida como una desgracia o infortunio que afecta 

intempestivamente a la sociedad y que acarrea efectos económicos, sociales, 

o ecológicos.  

d) Se debe motivar el decreto de declaratoria, así como establecer su término de 

vigencia y el ámbito territorial en donde se va a aplicar, presupuesto que se 

relaciona con los requisitos meramente formales de las declaratorias de 

emergencia.  

 

53. Ahora bien, el estado de emergencia está sometido a dos clases de controles: 

a) el control político que corresponde al Congreso23 y b) el control judicial que 

es compartido, por lo que le corresponde a la Corte Constitucional ejercer de 

manera automática el control jurisdiccional de los decretos legislativos dictados 

durante los estados de excepción, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 241 numeral 7.º de la Constitución y 55 de la Ley 137 de 1994, y al 

Consejo de Estado y a los Tribunales que conforman la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, el control inmediato de legalidad de los actos 

administrativos de carácter general y abstracto que adopten las autoridades en 

desarrollo de los decretos legislativos proferidos por el gobierno nacional, en los 

términos del art. 20 de la Ley 137 de 1994, estatutaria de los estados de 

excepción y de conformidad con los artículos 136 y 185 del CPACA.  

 

54. De otra parte, el Estado de emergencia económica, social y ecológica24, está 

sometido a los límites temporales señalados en el artículo 215 de la Constitución, 

conforme al cual, el estado de excepción solo puede llevarse a cabo «por períodos 

hasta de treinta días en cada caso, que sumados no podrán exceder de noventa 

días en el año calendario».  

 

 
23 Se  desar ro l la  por  e l  Congreso  a  t ravés de :  ( i )  l a  au to r izac ión  de l  Senado para  la  
dec la ra to r ia  de  la  guer ra  ex te r io r ,  ( i i )  e l  concepto  favorab le para  la  segunda p ró r roga 
de l  Es tado  de  Conmoc ión  in te r io r  y  de l  Es tado  de  Emergenc ia  Económica ,  Soc ia l  y  
Eco lóg ica ,  ( i i i )  l as  reun iones  de l  Congreso por  derecho  p rop io ,  ( i v )  l os  in fo rmes  que  se 
deben p resen ta r  a l  Congreso  de  la  Repúb l i ca  sobre  su  dec la ra to r ia  y  evo luc ión  y ,  
f i na lmente ,  (v )  los  pos ib les  ju ic ios  de  responsab i l i dad  po l í t i ca  a l  Pres iden te  en  
re lac ión  con  e l  e je rc ic io  de  sus  facu l tades  en  e l  marco  de  los  es tados  de  excepc ión .   
24 En  la  asamblea  Nac iona l  cons t i tuyen te  se  exp l i có  que  la  l im i tac ión  tempora l  de  los  
es tados  de  excepc ió n  en  genera l -  con  deb ida  exc lus ión  de l  es tado  de  guer ra  ex te r io r ,  
que  no  t iene  l ími te -  t i ene  fundamento  en  su  carác te r  excepc iona l ,  dada  la  neces idad 
de  p reven i r  una  p ro longac ión  inde f in ida .  As í  lo  expresó  en  su  momento  e l  
Cons t i tuyen te de  1991:  «Se ha que r ido poner té rm ino  a una p ráx is  cons t i tuc iona l  de 
los  ú l t imos  ocho  lus t ros que  conv i r t i ó  a l  an t iguo  -es tado  de  s i t i o - ,  medida  excepc iona l ,  
en  rég imen   permanente ,  con  g rave  menoscabo de  la  leg i t im idad  democrá t i ca .  Gaceta 
Cons t i tuc ional  Nº  76  del  13  de  mayo  de  1991,  p .13 .  y  Gaceta  Cons t i tuc iona l  Nº  76 ,  18 
de  mayo de  1991,  p .  13 .  



 

 

55. Algunas características que ostentan los decretos legislativos dictados en 

estado de emergencia económica, social y ecológica son las siguientes: i) Pueden 

derogar, adicionar o modificar las leyes que sean pertinentes y en consecuencia 

tienen los mismos efectos jurídicos de una ley; ii) tienen una vigencia indefinida, 

esto es, pueden sobrepasar el término por el cual se declaró el estado de 

excepción. Sin embargo, si establecen nuevos tributos o modifican los impuestos 

existentes, las medidas respectivas regirán solo hasta el vencimiento de la 

siguiente vigencia fiscal, salvo que el Congreso las convierta en permanentes; iii) 

pueden ser derogados, modificados o adicionados por el Congreso, pero la 

oportunidad para ello depende de si la iniciativa legislativa es exclusiva del 

Gobierno Nacional, o no.  

 

3.7 Objeto y características del control integral de legalidad  

 

56. La jurisdicción de lo contencioso administrativo, como ya se mencionó en 

páginas precedentes, tiene bajo su competencia ejercer el control inmediato de 

legalidad de los actos administrativos de carácter general que se expiden al 

amparo de los estados de excepción, esto es, de los actos administrativos que 

desarrollan o reglamentan un decreto legislativo.  

 

57. El art. 20 de la Ley 137 de 1994 dispone que las medidas de carácter general 

que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de 

los decretos legislativos durante los estados de excepción, tendrán un control 

inmediato de legalidad, ejercido por la autoridad de lo contencioso administrativo 

en el lugar donde se expidan, si se trata de entidades territoriales, o del Consejo 

de Estado si emanan de autoridades nacionales. 

 

58. Las autoridades que los expidan deben enviar los actos administrativos a la 

jurisdicción contencioso-administrativa competente, dentro de las cuarenta y ocho 

(48) horas siguientes a su expedición. 

 

59. La Corte Constitucional en sentencia C-179 de 1994, señaló que el control 

inmediato de legalidad de los actos administrativos que se expidan como 

desarrollo de los decretos legislativos dictados por el presidente de la República 

durante los estados de excepción, constituye una limitación al poder de las 

autoridades administrativas, y es una medida eficaz que busca impedir la 

aplicación de normas ilegales. Dicho de otra manera, este control se orienta al 



 

 

propósito de evitar que las autoridades administrativas acaben amparándose en 

las normas excepcionales que conforman el régimen jurídico de la emergencia 

para adoptar decisiones contrarias a derecho, apartándose incluso de los fines y 

propósitos en que se sustenta la declaratoria del estado de excepción.  

 

60. De manera reiterada, la jurisprudencia de la Corporación25  ha definido como 

características del control inmediato de legalidad las siguientes: 

 

1. Es un proceso judicial porque el artículo 20 de la Ley 137 de 1994 otorgó 

competencia a la jurisdicción de lo contencioso administrativo para 

examinar la legalidad de los actos administrativos proferidos en ejercicio de 

la función administrativa que desarrolla los decretos. De ahí que la 

providencia que decida el control de legalidad tenga las características de 

una sentencia judicial.  

 

2. Es automático e inmediato porque tan pronto se expide el acto 

administrativo general, el Gobierno Nacional debe enviarlo para que se 

ejerza el control correspondiente. En caso de que el Gobierno no lo envíe 

dentro de las 48 horas siguientes a la expedición, la autoridad judicial 

competente debe asumir, de oficio, el control de tal acto. Por lo tanto, ni 

siquiera es necesario que el acto se haya divulgado.  

 

3. Es autónomo, toda vez que es posible que se controlen los actos 

administrativos antes de que la Corte Constitucional se pronuncie sobre la 

constitucionalidad del decreto que declara el estado de excepción y de los 

decretos legislativos que lo desarrollan.  

 

4. Es integral, por cuanto es un juicio en el que se examina la competencia de 

la autoridad que expidió el acto, la conexidad del acto con los motivos que 

dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción, la sujeción a las 

formas y la proporcionalidad de las medidas adoptadas para conjurar la 

crisis e impedir la extensión de los efectos del estado de excepción.  

 

 
25 Ver ,  en t re  muchas  o t ras ,  sen tenc ias  de la  Sa la  P lena  de  lo  Contenc ioso 
Admin is t ra t ivo  de l  28  de  enero  de  2003,  exp .  2002 -0949-01 ,  M.P.  A l ie r  Eduardo 
Hernández  Enr íquez ;  de l  7  de  oc tubre  de  2003,  exp .  2003 -0472-01,  M.P.  Tarc is io  
Cáceres  Toro ,  de l  16  de  jun io  de  2009,  exp .  2009 -00305-00 ,  y  de l  9  de  d ic iembre  de 
2009,  exp .  2009 -0732-00 ,  M.P.  Enr ique  Gi l  Bo te ro .   
 



 

 

5. La sentencia que decide el control de legalidad hace tránsito a cosa 

juzgada relativa. 

 
61. Es importante resaltar, que la Corporación ha señalado que si bien, el control 

automático supone un control integral, no puede pretenderse con ello que al 

ejercer tal control, el juez revise todo el ordenamiento jurídico. En ese sentido, al 

entenderse que la sentencia que resuelve el control de legalidad hace tránsito a 

cosa juzgada relativa es posible que sea nuevamente controvertido en la 

jurisdicción respecto de otras normas superiores no estudiadas y por aspectos 

diferentes a los analizados26. 

 

 

3.8. El estado de emergencia económica, social y ecológica declarada en el 

Decreto 417 del 17 de marzo de 2020.   

 

62. Mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el presidente de la 

República y todos los ministros declararon el estado de emergencia económica, 

social y ecológica, en todo el territorio nacional por el término de 30 días 

calendario, contados a partir de la vigencia de este decreto. En el texto aludió a los 

presupuestos fácticos y valorativos que dieron lugar a declarar el estado de 

excepción.  

 

63. En cuanto a los presupuestos fácticos, se refirió a la salud pública  afectada 

por los sucesos de emergencia ocasionada por el brote de enfermedad por 

Coronavirus COVID 19, que se identificó en el ámbito internacional por la 

Organización Mundial de la Salud el 7 de enero de 2020, y que luego se reconoció 

por primera vez en el territorio nacional el 6 de marzo de la misma anualidad, 

según lo dio a conocer el Ministerio de Salud y de la Protección Social. 

64. El citado decreto hizo referencia a una de las principales medidas, 

recomendadas por la Organización Mundial de la Salud, como es el 

distanciamiento social y aislamiento, para lo cual, indicó, que las tecnologías de 

la información y las comunicaciones y los servicios de comunicaciones, en 

general, se convierten en una herramienta esencial para permitir la protección la 

vida y la salud de los colombianos y explicó que con el propósito de limitar las 

posibilidades de propagación del virus Covid 19 y de proteger la salud del público 

 
26 Conse jo  de  Es tado .  Núm.  11001 03  15  0002015 02578 -00 .  Sentenc ia  de l  24  de  mayo 
de  2016.  CP Gu i l l e rmo Vargas  Aya la .   



 

 

en general y de los servidores públicos que los atienden, se hace necesario 

expedir normas de orden legal que flexibilicen la obligación de atención 

personalizada al usuario y se permita incluso la suspensión de términos 

legales en las actuaciones administrativas y jurisdiccionales. 

 

65. En lo que concierne a los presupuestos valorativos explicó que la situación a 

la que está expuesta actualmente la población colombiana es tan grave e 

inminente que afecta la salud, el empleo, el abastecimiento de bienes básicos, la 

economía y el bienestar de todos los habitantes del territorio nacional, siendo 

necesario contar con las herramientas legales necesarias para enfrentar de 

manera eficaz la actual situación.  

 

66. Como justificación de la declaratoria de emergencia, el Decreto 417 de 2020, 

expresó que ante la insuficiencia de atribuciones ordinarias con las que contaban 

las autoridades estatales para hacer frente a las circunstancias imprevistas y 

detonantes de la crisis económica y social generada por la pandemia del nuevo 

Coronavirus COVID-19, era necesario adoptar medidas extraordinarias para 

conjurar los efectos de la crisis en la que está la totalidad del territorio nacional, en 

particular, aquellas que permitan acudir a mecanismos de apoyo al sector salud, y 

mitigar los efectos económicos que está enfrentando el país.  

 

67. El Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, fue declarado exequible por la Corte 

Constitucional mediante sentencia C- 145 de 2020.  

 
 
3.9 Control de legalidad de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 

expedida por la Unidad de Información y Análisis Financiero  

 

3.9.1  Vigencia de la medida. 
 
 

68. En primer lugar debe precisarse que el artículo 6.º del Decreto Legislativo  491 

de 2020 establece el tiempo máximo de duración de la suspensión de términos 

como es la vigencia de la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de 

Salud y Protección Social.  

 

69. Para el momento de la expedición de la Resolución 072 de 30 de marzo de 

2020, la actividad de compra y venta de divisas no estaba dentro de las 



 

 

excepciones27 al aislamiento preventivo obligatorio, señaladas en el Decreto 417 

de 2020 y solo a partir del 1.° de junio de 2020, a través del Decreto 749 de 2020, 

se permitió su ejercicio, al establecer en su artículo 3.º, numeral 27, lo siguiente: 

 
«27- La prestación de servicios: bancarios; financieros; de operadores postales de 

pago; profesionales de compra y venta de divisas; operaciones de juegos de 

suerte y azar en la modalidad de novedosos y territoriales de apuestas 

permanentes;  chance y lotería; centrales de riesgo; transporte de valores; 

actividades notariales y de registro de instrumentos públicos, y expedición 

licencias urbanísticas». 

 
70. Sin embargo en el mismo artículo 3.º, el parágrafo 5.º estableció que «Las 

personas que desarrollen las actividades mencionadas en el presente artículo, 

para iniciar las respectivas actividades, deberán cumplir con los protocolos 

de bioseguridad que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social 

para el control de la pandemia del Coronavirus COVID - 19. Así mismo, 

deberán atender las instrucciones que para evitar la propagación del Coronavirus 

COVID-19 adopten o expidan los diferentes ministerios y entidades del orden 

nacional y territorial.»   

 

71. Adicional a lo anterior, en el parágrafo 7.º del mismo artículo se estableció que 

los alcaldes, con la debida autorización del Ministerio del Interior, podrán 

suspender las actividades o casos allí establecidos.  

 

 

72. En síntesis, debe entenderse que las medidas adoptadas en la Resolución 072 

de 2020 no perdieron su vigencia de manera automática al proferirse el Decreto 

749 de 2020, comoquiera que éste mismo mantuvo el aislamiento preventivo 

obligatorio de todas las personas habitantes de la República de Colombia salvo las 

actividades allí determinadas, para cuya entrada en funcionamiento exigió el 

cumplimiento de condiciones especiales, entre ellas, adoptar los protocolos de 

bioseguridad, para que las citadas actividades puedan ser desarrolladas por los 

particulares.  

 

73.En este sentido, mientras el titular de la UIAF haya dispuesto que las medidas 

adoptadas en la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 durará mientras esté 

vigente el aislamiento, debe entenderse que esta se mantiene en vigor, pues una 

 
27 Es  as í  pues  no  fue  inc lu ida  den t ro  de  las  34  excepc iones  señaladas  en e l  Decre to  
457  de  22  de  marzo  de  2020.  



 

 

vez consultada la página de la UIAF no se ha proferido un acto administrativo que 

señale lo contrario.  

 
 
 
 
3.9.2. Control de los requisitos formales  
 

74. El examen formal consiste en verificar que el acto general cumpla con los 

siguientes requisitos:  1. Que se trate de un acto de contenido general. 2.Que el 

mismo se haya dictado en ejercicio de la función administrativa, y 3. Que el acto 

tenga como fin el desarrollar uno o más de los decretos legislativos expedidos en 

los estados de excepción.  

 

3.9.2.1 Que se trate de un acto de contenido general  

 

75. La lectura de la parte considerativa de la Resolución 72 de 30 de marzo de 

2020 refleja que su expedición tiene como objetivo «adoptar las medidas 

transitorias que garanticen el derecho fundamental a la salud de los servidores 

públicos, la protección de los ciudadanos, así como el respeto por la seguridad 

jurídica y el debido proceso de los interesados en las actuaciones que desarrolla la 

Unidad de Información y Análisis Financiero - UIAF».  

 

76. Resulta claro entonces, que las determinaciones previstas en el acto objeto de 

control de legalidad, tienen un alcance general y abstracto, como quiera que 

suspende los términos para la presentación de tres tipos de informes a cargo de 

los  profesionales de la compra y venta de divisas en el territorio nacional, 

circunstancia que a su vez tiene incidencia en los usuarios del citado servicio, por 

lo que se entiende cumplido este requisito.  

 

3.9.2.2. Que el acto se haya dictado en ejercicio de la función administrativa  

 

77. La función administrativa, puede entenderse como aquella actividad ejercida 

por los órganos del Estado para la realización de sus fines, misión y funciones.  

 

78. En este orden, se advierte que la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, se 

expidió por el director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, 

en uso de sus atribuciones legales, y en desarrollo de los fines y funciones de la 



 

 

entidad, particularmente las consagradas en los artículos 1.º, 3.º, 9.º y 10.º de la 

Ley 526 de 199928, así como del Decreto Ley 491 de 202029, artículo 6.º 

 

79. A través de la Ley 526 de 199930, se creó la Unidad de Información y Análisis 

Financiero, como una unidad administrativa  especial con personería jurídica, 

autonomía administrativa, patrimonio independiente y regímenes especiales en 

materia de administración de personal, nomenclatura, clasificación, salarios y 

prestaciones, de carácter técnico, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, cuyas función es de intervención del Estado con el fin de detectar 

prácticas asociadas con el lavado de activos, financiación del terrorismo y las 

conductas relacionadas con la defraudación en materia aduanera.  

  

80. En efecto, en su artículo 3.º31 se establecieron los objetivos de la entidad con 

el siguiente tenor:  

  

« La Unidad tendrá como objetivos centrales los siguientes: 

 

1. La prevención y detección de operaciones que puedan ser utilizadas como 

instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en 

cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas o 

destinados a su financiación, o para dar apariencia de legalidad a las actividades 

delictivas o a las transacciones y fondos vinculados con las mismas, prioritaria 

mente el lavado de activos y la financiación del terrorismo. Para ello centralizará, 

sistematizará y analizará mediante actividades de inteligencia financiera la 

información recaudada, en desarrollo de lo previsto en los artículos 102 a 107 del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisorias o 

complementarias, las normas tributarias, aduaneras y demás información que 

conozcan las entidades del Estado o privadas que pueda resultar relevantes para 

el ejercicio de sus funciones. Dichas entidades estarán obligadas a suministrar de 

oficio o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el presente artículo. 

Así mismo, la Unidad podrá recibir información de personas naturales. 

 

2. La prevención, detección y el análisis, en relación con operaciones sospechosas 

de comercio exterior, que puedan tener relación directa o indirecta con actividades 

de contrabando y fraude aduanero, como delitos autónomos o subyacentes al de 

lavado de activos, así como de sus delitos conexos tales como el narcotráfico, el 

 
28 «Por  med io  de  la  cua l  se  c rea  la  Un idad  de  In fo rmac ión  y  Aná l i s is  F inanc ie ro» .  
 
29 «  Por  e l  cua l  se  adoptan  med idas  de  u rgenc ia  para  garan t i za r  la  a tenc ión  y  la  
p res tac ión  de  los  serv ic ios  por  par te  de  las  au to r idades  púb l icas  y  los  par t i cu la res  que 
cumplan  func iones  púb l i cas  y  se  toman med idas  para  la  p ro tecc ión  labora l  y  de  los  
con t ra t i s tas  de  p res tac ión  de  serv ic ios  de  las  en t idades  públ i cas ,  en  e l  marco  del  
Es tado  de  Emergenc ia  Económica ,  Soc ia l  y  Eco lóg ica » .  
 
30 Mod i f i cado  por  e l  a r t ícu lo  32  de la  Ley  1762 de  2015  «Por  med io de  la  cua l  se 
adoptan  ins t rumentos  para  p reven i r ,  con t ro la r  y  sanc ionar  e l  con t rabando,  e l  l avado de 
ac t i vos  y  la  evas ión  f isca l» .  
31 Mod i f i cado  por  e l  a r t í cu lo  33  de  la  Ley  1762 de  2015.  



 

 

lavado de activos o actividades delictivas perpetradas por estructuras de 

delincuencia organizada. 

 

La Unidad en cumplimiento de sus objetivos, comunicará a las autoridades 

competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la acción de extinción de 

dominio, cualquier información pertinente y que de conformidad con la ley esté 

autorizada para compartir con ellas, dentro del marco de la lucha integral contra el 

lavado de activos, la financiación del terrorismo, el contrabando, el fraude 

aduanero y las actividades que dan origen a la acción de extinción del dominio. 

 

La Unidad de Información y Análisis Financiero, dentro del ámbito de su 

competencia, podrá celebrar convenios de cooperación con entidades de similar 

naturaleza de otros Estados, con instancias internacionales pertinentes y con las 

instituciones adicionales públicas o privadas a que hubiere lugar». 

 

81. De otra parte, el artículo 9.º32 consagra las reglas para el manejo de 

información de la UIAF, en tanto que el artículo 10.º33 dispone que las autoridades 

que ejerzan funciones de inspección, vigilancia y control, instruirán a sus vigilados 

sobre las características, periodicidad y controles en relación con la información a 

recaudar para la Unidad Administrativa Especial de que trata la Ley 526, de 

acuerdo con los criterios e indicaciones que reciban de ésta sobre el particular.  

 

82. Igualmente la citada normativa en su artículo 4.º34 atribuye al director de la 

entidad, entre otras, las funciones de (i) participar en la formulación de las 

 
32 «Ar t ícu lo  9º .Mane jo  de  in fo rmac ión .  La  Un idad  c reada en  la  p resen te  ley  podrá 
so l i c i ta r  a  cua lqu ie r  ent idad  púb l i ca ,  sa lvo  la  in fo rmac ión rese rvada en  poder  de  la  
F isca l ía  Genera l  de  la  Nac ión ,  la  in fo rmación  que  cons idere  necesar ia  para  e l  
cumpl im ien to  de  sus  func iones .  
Las  en t idades  ob l igadas  a  cumpl i r  con  lo  prev is to  en  los  a r t ícu los  102  a  107  de l  
Es ta tu to  Orgán ico  de l  S is tema F inanc ie ro  debe rán  co locar  en  fo rma inmedia ta  a 
d ispos ic ión  de  la  Un idad  de  que t ra ta  es ta  ley ,  la  in fo rmac ión a t inen te a l  conoc im ien to 
de  un  de te rminado c l iente  o  t ransacc ión  u  operac ión  cuando se  les  so l ic i te .  
< Inc iso  mod i f icado por  e l  a r t í cu lo  8  de  la  Ley  1121 de  2006 .  E l  nuevo  tex to  es e l  
s igu ien te :>  Para  los  temas  de  competenc ia  de  la  UIAF,  no  será  opon ib le  la  reserva 
bancar ia ,  cambia r ia ,  bursá t i l  y  t r ibu ta r ia  respec to  de las  bases  g ravab les  y  la  
de te rminac ión  p r i vada  de  los  impues tos  que  f iguren  en  las  dec la rac iones  t r ibu ta r ias ,  
as í  como aque l la  que  ex is ta  sobre  los  da tos de susc r ip to res  y  equ ipos  que  sumin is t ran 
los  conces ionar ios y  l i cenc ia ta r ios  que  p restan  los  serv ic ios de  comun icac iones 
p rev is tos  en  e l  a r t í cu lo   32  de  la  Ley  782  de  2002,  e l  reg is t ro  de  ex t ran je r os ,  los  da tos 
sobre  in fo rmac ión  jud ic ia l  e  inves t igac iones  de  carác te r  m ig ra to r io ,  e l  mov imien to 
m ig ra to r io ,  tan to  de nac iona les  como de ext ran je ros ,  an tecedentes y  ano tac iones 
pena les ,  y  da tos  sobre la  ex is tenc ia  y  es tado  de  inves t igac iones  en  los  en tes  d e 
con t ro l ,  l o  an te r io r  s in  per ju ic io  de  la  ob l igac ión  de  las  en t idades  púb l i cas  y  de  los  
par t i cu la res  de  sumin is t ra r  de  o f i c io  o  a  so l i c i tud  de  la  Un idad ,  la  in fo rmac ión  de  que 
t ra ta  e l  a r t í cu lo  3  de  es ta  ley .  
[…]» .  
 
33 «Ar t ícu lo  10 .Obl igac iones  de  las  En t i dades  de l  Es tado .  Las  au to r idades  que  e je rzan 
func iones  de  inspecc ión ,  v ig i lanc ia  y  con t ro l ,  i ns t ru i rán  a  sus  v ig i lados  sobre  las  
carac te r ís t icas ,  per iod ic idad  y  con t ro les  en  re lac ión  con  la  in fo rmac ión  a  recaudar 
para  la  Un idad  Admin is t ra t i va  Espec ia l  de  que  t ra ta  es ta  ley ,  de  acuerdo  con  los  
c r i te r ios  e  ind icac iones  que  rec iban  de  és ta  sobre  e l  par t i cu la r » .  
 
34 Ar t ícu lo  mod i f i cado  por  e l  a r t í cu lo  4  de  la  Ley 1762 de  2015 «  Por med io  de la  cual  
se  adoptan  ins t rumentos  para  p reven i r ,  con t ro la r  y  sanc ionar  e l  con t rabando,  e l  l avado 
de  ac t i vos  y  la  evas ión f i sca l .»  publ i cada  en  e l  d ia r io  o f i c ia l  No .  49 .565  de  6  de  ju l io  
de  2015.  



 

 

políticas para la prevención, detección, y lucha contra el lavado de activos, la 

financiación del terrorismo, el contrabando y el fraude aduanero en todas sus 

manifestaciones; (ii) centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada 

por quienes están obligados a cumplir con lo establecido en los artículos 

102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus normas remisorias y 

complementarias, las normas tributarias, aduaneras, cambiarias y demás 

información que conozcan las entidades del Estado y privadas que pueda resultar 

vinculada con operaciones de lavado de activos, de financiación del terrorismo, de 

contrabando o de fraude aduanero y, (iii) solicitar a cualquier entidad pública o 

privada la información que considere necesaria para el cumplimiento de sus 

funciones, salvo la sujeta a reserva en poder de la Fiscalía General de la Nación.  

 

83. La Sala advierte que, de acuerdo con las disposiciones a las que se ha hecho 

referencia, el director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, 

expidió la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, con la competencia asignada 

por el legislador y el reglamento, en calidad de máxima autoridad administrativa 

del organismo, y en desarrollo de la función administrativa que le es propia, toda 

vez que las disposiciones que integran el acto objeto de control se enmarcan en 

los fines, la misión y las funciones que corresponden a dicho ente de carácter 

técnico. De manera que se entiende cumplido este requisito.  

 

3.9.2.3 Que el acto tenga como fin el desarrollar uno o más de los decretos 

legislativos expedidos en los estados de excepción 

 

84. En la parte considerativa de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 se 

expresa lo que a continuación se cita:  

 

«[…] 

Que una de las principales medidas recomendadas por la Organización Mundial de la 

Salud, es el distanciamiento social y aislamiento como una herramienta esencial para 

permitir la protección la vida y la salud de los colombianos.  

 

[…] 

 

Que por medio del artículo 6 del Decreto Ley 491 del 28 de marzo de 2020 por razón 

del servicio y como consecuencia de la emergencia, el Gobierno Nacional facultó la 

suspensión de términos de las actuaciones administrativas previa expedición de un 

acto administrativo por la Entidad Estatal interesada.  

Que la emergencia sanitaria y el aislamiento preventivo constituye un hecho de fuerza 

mayor, exterior, irresistible e imprevisible, por lo cual es deber de la administración 

adoptar las medidas transitorias que garanticen el derecho fundamental a la salud de 



 

 

los servidores públicos, la protección de los ciudadanos, así como el respeto por la 

seguridad jurídica y el debido proceso de los interesados en las actuaciones que 

desarrolla la Unidad de Información y Análisis Financiero - UIAF-  

 […]».  

 

85. De acuerdo con las consideraciones que anteceden, resulta claro para la Sala 

Especial de Decisión, que el acto objeto de control se soportó en el estado de 

emergencia sanitaria y concretamente en las previsiones del decreto con fuerza de 

ley 491 de 28 de marzo de 202035,  el cual fue dictado por el presidente de la 

República en uso de las atribuciones del art. 215 Constitucional, con la firma de 

todos los ministros, a través del cual, el Gobierno Nacional, por razón de la 

emergencia, facultó la suspensión de términos de las actuaciones administrativas, 

previa expedición de un acto administrativo por la entidad estatal interesada.   

 

 

86. De conformidad con todo lo anterior, se concluye que la Resolución  72 de 30 

de marzo de 2020, cumple con todos los requisitos formales, al tratarse de un acto 

general, expedirse en ejercicio de la función administrativa y en desarrollo del 

Decreto Legislativo 491 de 2020, lo cual permite abordar el control material del 

acto bajo estudio.  

 

3.9.3 Control material de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020  

 

87. La Sala de decisión para ejercer el control integral de legalidad de la 

Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, analizará su contenido,  con el objetivo de 

establecer su conexidad con el Decreto 491 de 2020, no sin antes realizar las 

siguientes precisiones: 

 

88. El director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero, en uso 

de las facultades conferidas por los artículos 3.°, 4.° ( num. 5.º) y 9.° de la Ley 526 

de 1999; el artículo 2.° del Decreto Reglamentario número 1497 de 200236 y la Ley 

 
35 «Por  e l  cua l  se adoptan  med idas  de  u rgenc ia  para  garan t iza r  la  a tenc ión  y  la  
p res tac ión  de  los  serv ic ios  por  par te  de  las  au to r idade s  púb l icas  y  los  par t i cu la res  que 
cumplan  func iones  púb l i cas  y  se  toman med idas  para  la  p ro tecc ión  labora l  y  de  los  
con t ra t i s tas  de  p res tac ión  de  serv ic ios  de  las  en t idades  públ i cas ,  en  e l  marco  del  
Es tado  de  Emergenc ia  Económica ,  Soc ia l  y  Eco lóg ica » .  
36 «por  e l  cua l  se  reg lamenta  parc ia lmente  la  Ley  526 de  1999 y  se  d ic tan  o t ras 
d ispos ic iones» .  
 



 

 

1121 de 200637, profirió la Resolución 059 de 2013 «por la cual se impone a los 

profesionales de compra y venta de divisas, la obligación de reportar de manera 

directa a la unidad de información y análisis financiero».  

 

89. En dicha resolución se definieron los siguientes términos frente a la obligación 

de reporte de información, los cuales merecen ser citados, a efectos de continuar 

con el estudio propuesto: 

 

• Sistema de Reporte en Línea (SIREL): es un sistema de información en 

ambiente web, desarrollado por la UIAF como un mecanismo principal para 

recibir todos los reportes en línea, cuyo instructivo de utilización se 

encuentra publicado en la página web de la UIAF www.uiaf.gov.co  

 

• Operación sospechosa: es toda operación realizada por una persona 

natural o jurídica, que por su número, cantidad, o características no se 

enmarca dentro de los sistemas y prácticas normales de los negocios de 

una industria o sector determinado y que de acuerdo con los usos y 

costumbres de la actividad que se trate, no haya podido ser 

razonablemente justificada. 

 

• Sujetos obligados: Se entienden destinatarios y por lo tanto obligados al 

cumplimiento de la Resolución 059 de 2013, todos los profesionales del 

cambio de divisas. 

 

• Reporte de operaciones sospechosas (ROS): Todos los sujetos 

obligados al cumplimiento de la Resolución 059 de 2013, una vez 

determinada la operación sospechosa, deben proceder a reportarla a la 

UIAF, de manera inmediata y directa.  

 

• Reporte de ausencia de operaciones sospechosas: Cada tres (3) 

meses, todos los sujetos obligados que no hayan determinado la existencia 

de las operaciones sospechosas, deben reportar este hecho a la UIAF, 

dentro de los diez (10) primeros días calendario del mes siguiente al 

trimestre. 

 

 
37 «Por  la  cua l  se  d ic tan  normas  para  la  p revenc ión ,  de tecc ión ,  inves t igac ión  y  sanc ión 
de  la  f i nanc iac ión  de l  te r ro r i smo y  o t ras  d ispos ic iones » ,  pub l icada  en e l  d ia r io  o f i c ia l  
No .  46 .497  de  30  de  d ic iembre  de  2006.  



 

 

• Reporte de transacciones individuales en efectivo: Todos los sujetos 

obligados deben reportar trimestralmente a la UIAF dentro de los diez (10) 

primeros días calendario del mes siguiente al trimestre, todas las 

transacciones de compra y venta de divisas en efectivo, cuya cuantía sea 

igual o superior a quinientos dólares de los Estados Unidos de América 

(USD 500) o su equivalente en otras monedas. (De conformidad con el 

anexo técnico número 1 de la resolución). 

 

• Reporte de transacciones múltiples: Todos los sujetos obligados deben 

reportar trimestralmente a la UIAF, dentro de los diez (10) primeros días 

calendario del mes siguiente al trimestre, todas las transacciones de 

compra y venta de divisas en efectivo, que se realicen durante el trimestre 

por parte de una misma persona natural o jurídica, y que en su conjunto 

igualen o superen la cuantía de dos mil quinientos dólares de los Estados 

Unidos de América (USD 2.500) o su equivalente en otras monedas (de 

conformidad con el anexo técnico número 1 de la resolución).  

 

• Reporte de ausencia de transacciones en efectivo: Cada tres (3) meses, 

los profesionales de compra y venta de divisas que no hayan determinado 

la existencia de las operaciones descritas en los artículos 4.° y 5.°38 de la 

Resolución, deben reportar este hecho a la UIAF, dentro de los diez (10) 

primeros días calendario del mes siguiente al trimestre (de conformidad con 

el anexo técnico número 1 de la resolución. 

 

3.9.3.1. Medidas adoptadas en la Resolución 072 de 30 de marzo de 2020  

 

90. Ahora bien, procederá la Sala a analizar las medidas adoptadas en el acto 

objeto de control:  

 

3.9.3.1.1. Primera medida: 

 

«ARTÍCULO PRIMERO: Suspender los términos del reporte de ausencia de 

operaciones sospechosas, compra y venta de divisas individuales y múltiples y 

ausencia de transacciones en efectivo hasta que se levante el aislamiento 

preventivo obligatorio ordenado por el artículo primero del Decreto Ley 457 de 

2020.  

 
38 Se  re f ie re  a  las  t ransacc iones  ind iv idua les  en  e fec t i vo  y  a  las  t ransacc iones 
mú l t ip les .  
 



 

 

PARÁGRAFO. En caso de extenderse el término del aislamiento preventivo 

obligatorio se extenderá la suspensión de los reportes de información hasta el día 

siguiente hábil del levantamiento de la medida preventiva».  

 

91. En la citada disposición se adoptó la suspensión, hasta que se levante el 

aislamiento preventivo obligatorio ordenado por el artículo 1.º del Decreto 457 de 

202039, de los términos de los reportes trimestrales de información de: 

 

a. Ausencia de operaciones sospechosas.  

b. Compra y venta de divisas individuales y múltiples. 

c. Ausencia de transacciones en efectivo. 

 

 

92. Ahora bien, la jurisprudencia del Consejo de Estado, en desarrollo del art. 20 

de la Ley 137 de 1994, ha señalado que los actos administrativos sujetos al 

control de legalidad deben sustancialmente cumplir los mismos requisitos que 

exige esta ley estatutaria en relación con los decretos legislativos que expide el 

presidente de la República, en ejercicio de un estado de excepción. En este 

sentido, el art. 12 prescribe que los decretos legislativos que suspendan leyes 

deberán expresar las razones por las cuales son incompatibles con el 

correspondiente Estado de Excepción. 

 

93. En este caso, se advierte que la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, 

cumplió con la pauta indicada comoquiera que explicó las consideraciones que 

tuvo para disponer la suspensión de las obligaciones señaladas, cuando expresó 

que es «deber de la administración adoptar las medidas transitorias que 

garanticen el derecho fundamental a la salud de los servidores públicos, la 

protección de los ciudadanos, así como el respeto por la seguridad jurídica y el 

debido proceso de los interesados en las actuaciones que desarrolla la Unidad de 

Información y Análisis Financiero - UIAF».  

 

94. Sobre tales consideraciones se ahondará a continuación: 

95. Ahora bien, debemos recordar que, según la Resolución 059 de 2013, en 

épocas de normalidad, los sujetos obligados deben remitir los reportes señalados 

dentro de los primeros 10 días calendario después de la fecha de corte del 

periodo trimestral (fin del último mes del trimestre) por medio del Sistema de 
 

39 Con la  pos ib i l i dad  de ampl ia rse  d icho  té rmino  de  suspens ión  an te e l  even to  de  
ampl ia rse  e l  a is lamien to  p reven t i vo  ob l iga to r io .  
 



 

 

Reporte en Línea - SIREL, de acuerdo con el instructivo de utilización de dicho 

sistema, disponible en la página web de la UIAF www.uiaf.gov.co. 

 

96. De lo anterior, se advierte, que el artículo primero de la Resolución 72 de 

2020, objeto de control, materializa el artículo 6.º40 del Decreto Legislativo 491 de 

2020, el cual concretamente autorizó la suspensión de términos de actuaciones 

administrativas, a efectos de garantizar la prestación de servicios a cargo de las 

entidades y organismos del Estado, con la finalidad de prevenir la propagación de 

la pandemia mediante el distanciamiento social, flexibilizando la prestación del 

servicio de forma presencial y estableciendo mecanismos de atención, mediante 

la utilización de medios digitales y del uso y aprovechamiento de las tecnologías 

de la información y las comunicaciones, esto para evitar, el contacto entre los 

servidores públicos y los ciudadanos, sin que ello afecte la continuidad y 

efectividad del servicio. 

 

97. En efecto, como lo dispone la Resolución 059 de 2013, en condiciones de 

normalidad los citados reportes deben presentarse a través de un sistema 

denominado SIREL, que cuenta con una reglamentación técnica, tal como se 

indica en la página web de la UIAF41, según la cual, deben incluirse los soportes 

que sirven de sustento al informe, tal como lo precisa el numeral 7.3.1 del manual 

del usuario, donde se indican los pasos para cargar archivos en formato TXT, 

.ZIP, .gz.  

 

 
40 «Art ículo  6 .  Suspensión de  términos de  las  actuaciones adminis tra t ivas  o 
jur isdicc ionales  en sede adminis tra t iva .   
 
Has ta  tan to  permanezca v igen te  la  Emergenc ia  San i ta r ia  dec la rada  por  e l  M in is te r io  de 
Sa lud  y  Pro tecc ión  Soc ia l  l as  au to r idades  admin is t ra t i vas  a  que  se  re f ie re  e l  a r t í cu lo  1 
de l  p resen te  Decre to ,  por  razón  de l  se rv ic io  y  como consecuenc ia  de  la  emergenc ia ,  
podrán  suspender ,  med ian te  ac to  admin is t ra t i vo ,  los  té rminos  de  las  ac tuac iones 
admin is t ra t ivas  o  ju r isd icc iona les  en  s ede admin is t ra t i va .  La  suspens ión  a fec ta rá  todos 
los  té rm inos  lega les ,  inc lu idos  aque l los  es tab lec idos  en  té rm inos  de  meses  o  años .  
La  suspens ión  de  los  té rm inos  se  podrá  hacer  de  manera  parc ia l  o  to ta l  en  a lgunas 
ac tuac iones  o  en  todas,  o  en  a lgunos  t rámi tes o  en  todos ,  sea  que  los  serv ic ios se 
p res ten  de  manera  p resenc ia l  o  v i r tua l ,  con fo rme a l  anál i s is  que  las  au to r idades  hagan 
de  cada una  de  sus  ac t i v idades  y  p rocesos ,  p rev ia  eva luac ión  y  jus t i f i cac ión  de  la  
s i tuac ión  concre ta .   
En  todo  caso  los  té rm ino s  de  las  ac tuac iones admin is t ra t i vas  o  ju r i sd icc ionales  se 
reanudarán  a par t i r  de l  d ía  háb i l  s igu ien te  a la  superac ión de  la  Emergenc ia  San i ta r ia  
dec la rada  por  e l  M in is ter io  de  Sa lud  y  Pro tecc ión  Soc ia l .   
Duran te  e l  té rm ino  que  dure  la  suspens ión y  has ta  e l  momento  en  que  se  reanuden las 
ac tuac iones  no  cor re rán  los  té rm inos  de  caduc idad ,  p resc r ipc ión  o  f i rmeza p rev is tos 
en  la  Ley  que  regu le  la  mater ia .  
[…]» .  
 
41 
h t tps : / /www.u ia f .gov .co /recursos_user / / /Repor tan tes /Manual%20de%20usuar io%20SIR
EL201909.pd f  
 

http://www.uiaf.gov.co/
https://www.uiaf.gov.co/recursos_user/Reportantes/Manual%20de%20usuario%20SIREL201909.pdf
https://www.uiaf.gov.co/recursos_user/Reportantes/Manual%20de%20usuario%20SIREL201909.pdf


 

 

98. Se tiene entonces que el objeto del artículo 1.º de la Resolución 72 de 30 de 

marzo de 2020 fue adoptar medidas administrativas en acatamiento del Decreto 

Ley 491 de 28 de marzo de 2020, frente a la suspensión de los términos de las 

actuaciones administrativas de cara a la protección de los derechos a la vida y a 

la salud de las personas que desarrollan la actividad de compra y venta de 

divisas, toda vez que no fueron incluidos en las excepciones a la restricción de 

movilización en virtud del «aislamiento preventivo obligatorio», conforme con lo 

establecido en la Resolución 385 del 12 de marzo de 202042 expedida por el 

Ministerio de Salud y Protección Social, y el Decreto 457 de 22 de marzo 202043, 

situación que les imposibilitó desarrollar su actividad laboral y cumplir con su 

objeto social.   

 

99. Igualmente se tiene que la suspensión ordenada en el  artículo 1.º de la 

Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, procura garantizar el derecho al debido 

proceso en las actuaciones administrativas, comoquiera que según voces del 

artículo 10.º de la Resolución 059 de 2013, el incumplimiento de los términos en la 

presentación de los reportes acarrea para los obligados multas y sanciones por 

parte de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales; es así por cuanto 

actualmente para los trabajadores de la compra y venta de divisas la presentación 

de los informes y sus soportes constituye una obligación imposible de cumplir, 

toda vez que ello implica el desplazamiento a sus lugares de trabajo. 

 

 

100. En este sentido el Decreto Dicho artículo señala además que tampoco 

podrán ser suspendidas las garantías judiciales indispensables para la protección 

de tales derechos, y que de todas formas se garantizarán los derechos 

consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política. 

 

 

3.9.3.1.2 Segundo artículo: 

 

 

«[…] El reporte de operación sospechosa para los profesionales de compra y 

venta de divisas se debe reportar de manera inmediata mediante el Sistema de 

 
42 Por  la  cua l  se  dec la ra  la  emergenc ia  san i ta r ia  por  causa  de l  co ronav i rus  COVID -19  y  
se  adoptan  med idas  para  hacer  f ren te  a l  v i rus .  
43 Por  e l  cua l  se  impa r ten  ins t rucc iones  en  v i r tud  de  la  emergenc ia  sani ta r ia  generada 
por  la  pandemia  de l  Coronav i rus  COVID -19  y  e l  manten im ien to  de l  o rden  púb l i co .  



 

 

Reporte en Línea - SIREL- o en su defecto y transitoriamente mientras esté 

vigente el presente acto administrativo al correo electrónico infouiaf@uiaf.gov.co».  

 

101. Como se aprecia, el artículo 2.º de la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, 

se trata de una medida que desarrolla el artículo 6.º del Decreto Ley 491 de 2020, 

que busca el reporte inmediato de operaciones sospechosas, información sobre la 

cual se edifica  la labor de la entidad frente a la centralización, sistematización y 

análisis de los datos recaudados en cuanto a compra y venta de divisas, en virtud 

de las Leyes 526 de 1999 y 1621 de 2013,  a efectos de prevenir y detectar 

posibles operaciones de lavado de activos, financiación del terrorismo y sus 

delitos.  

 

102. Es de anotar que la medida establecida en el artículo 2.º  no se contrapone 

de ninguna manera con la determinada en el artículo 1.º de la misma resolución, 

toda vez que la obligación de reporte de operaciones sospechosas se mantiene 

en los mismos términos que habian sido ordenados en la Resolución 059 de 

2013. En tal sentido, la Sala considera que no es necesario efectuar un mayor 

análisis sobre el contenido de esta disposición.  

 

 

3.9.3.1.3 Artículo tercero: 

 

«La suspensión de los términos de reporte de información no interrumpe o elimina 

la obligación de reporte establecida por la Resolución 059 del 10 de abril de 2013 

para los profesionales de compra y venta de divisas, por lo cual dentro de los 

primeros diez días calendario del mes siguiente al levantamiento del aislamiento 

preventivo obligatorio, los sujetos obligados deben actualizar los reportes de 

información suspendidos a través del Sistema de Reporte en Línea - SIREL-». 

 

103. Como se advierte, esta disposición es igualmente de contenido aclaratorio, 

toda vez que, pese a la suspensión de los términos de los reportes de 

información, recalca que no interrumpe o elimina la obligación establecida por 

la Resolución 059 del 10 de abril de 2013 para los profesionales de compra y 

venta de divisas.  

 

104. En efecto, la citada disposición, establece un término para enviar 

actualizados los reportes que se han dejado de remitir en virtud de la suspensión, 

con determinación del plazo para ello. De esta manera se garantiza contar con 

información actualizada, generada durante el lapso de suspensión, que debe ser 



 

 

reportada una vez concluya la situación de aislamiento preventivo obligatorio, con 

lo cual se busca tener una trazabilidad constante de la información. 

 

105. Como se aprecia de lo anterior, el contenido de los artículos 1.º a 3.º de la 

Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 se encuentra expresamente autorizado 

por los apartes del Decreto 491 de 2020, con fundamento en la suspensión de los 

términos de las actuaciones administrativas mencionadas, de cara a la medida de 

aislamiento preventivo obligatorio que restringe las transacciones presenciales y 

la comparecencia de los profesionales de la compra y venta de divisas en sus 

lugares de trabajo, en lo que concierne  a una de las competencias previstas en la 

normativa en cabeza de la UIAF.  

 

106. En conclusión, para esta Sala, las medidas establecidas en los artículos 1.º a 

3.º de la Resolución 72 de 30 de marzo de 202044 guardan una relación estrecha 

conexidad con los hechos que dieron origen a la declaratoria del estado de 

emergencia, toda vez que a la luz de la medida de aislamiento obligatorio, y con el 

propósito de proteger los derechos a la vida, la salud y el debido proceso de los 

trabajadores del sector de compra y venta de divisas, estableció la suspensión de 

términos sobre tres tipos de informes que se presentaban de manera trimestral45, 

esto sin pretender soslayar su obligación de recaudación de información, de 

acuerdo a la misión de la entidad, toda vez que mantuvo la obligación de 

presentación del reporte de operaciones sospechosas y aclaró que las medidas 

de suspensión se mantendrían hasta el levantamiento del aislamiento preventivo 

obligatorio. 

 

 
107. Finalmente es de indicar que los artículos 4.º y 5.º de la Resolución 72 de 30 

de marzo de 2020 se refieren a la obligación de remitir el acto administrativo a 

esta Corporación para surtir su control de legalidad, así como la publicación, 

condición necesaria para su obligatoriedad, tal como lo dispone el art. 65 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

108. La Sala concluye, de conformidad con todo lo expuesto, que las medidas 

adoptadas en el acto objeto de estudio, guardan conexidad inmediata y concreta 

 
44 «Por  la  cua l  se  suspenden los té rm inos  de repor te  de  in fo rmac ión  de l  sec to r  de 
Pro fes iona les  de  compra  y  ven ta  de  d iv i sas  regu lados  por  la  Reso luc ión  059  de  2013 
de  la  Un idad  de  In fo rmac ión  y  Aná l is i s  F inanc iero  –  UIAF».  
45Repor te  de  ausenc ia  de  operac iones  sospechosas ,  de  compra  y  ven ta  de  d iv i sas 
ind iv iduales  y  mú l t ip les  y  de  ausenc ia  de  t ransacc iones  en  e fec t ivo .  



 

 

con las circunstancias fácticas y jurídicas que dieron origen al estado de 

emergencia declarado a través del Decreto 417 de 2020 y se profirieron en 

desarrollo del artículo 6.º del Decreto Ley 491 de 2020 referente a la posibilidad 

de suspender términos en las actuaciones administrativas, hasta tanto 

permanezca vigente la emergencia sanitaria declarada por el Ministerio de Salud 

y Protección Social. 

 

3.10. Control de convencionalidad - Análisis de la proporcionalidad de las 

medidas contempladas en la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020  

 

109. El control apunta en primer lugar, al análisis de la necesaria adecuación que 

debe existir entre las medidas adoptadas y la gravedad de la crisis, y en segundo 

término, a verificar que dichas medidas no restrinjan o limiten derechos humanos 

intangibles, o afecten de manera grave e innecesaria otros derechos humanos 

que no tengan esta condición. A continuación la Sala se pronunciará sobre cada 

uno de éstos. Veamos:  

 

110. El principio de proporcionalidad  consagrado en el art. 27.1 de la CADH 

y  13 de la Ley Estatutaria de los Estados de Excepción en adelante LEEE46, 

prescribe que las medidas que se adopten en desarrollo de los estados de 

excepción deben ser proporcionales con la gravedad de los hechos que causaron 

la crisis y en ningún caso deben ser desproporcionadas o desmedidas.  

 

111. Al respecto, la Sala de Decisión considera que el acto objeto de control 

persigue un propósito constitucionalmente legítimo y las medidas consignadas, 

son necesarias y adecuadas para alcanzarlo o por lo menos para buscar su 

obtención, sin que conlleven la trasgresión de alguna de las garantías 

convencionales, toda vez que el acto objeto del control de legalidad determinó 

varias instrucciones dirigidas a: 

(i) salvaguardar la vida y la salud de los trabajadores del sector de compra 

y venta de divisas, para evitar desplazamientos innecesarios hasta su lugar 

de trabajo, lo que se acompasa con las finalidades de los Decreto 417 y 

491 de 2020,  

(ii) garantizar el respeto de la seguridad jurídica y el debido proceso toda 

vez que no presentar los informes en los términos estipulados en la 

Resolución 059 de 2013, da lugar a la imposición de las respectivas multas 

 
46 Ley  Es ta tu ta r ia  de  Es tados  de  Excepc ión .  Ley  137  de  1994.   



 

 

y demás sanciones administrativas por parte de la Dirección  de Impuestos 

y Aduanas Nacionales sin exclusión de las acciones disciplinarias o 

penales.  

 

112. Para la Sala, este objetivo constituye un fin constitucionalmente legítimo, 

en tanto busca cumplir con el deber que le asiste al Estado de proteger los 

derechos fundamentales a la vida, la salud y al debido proceso señalados en los 

artículos 2, inciso 2.º, 29 y 48 constitucionales.  

 

113. En igual sentido, las medidas analizadas cumplen con el principio de 

necesidad contemplado en el art. 4.1 de la CADH y 11 de la LEEE, conforme 

al cual las medidas adoptadas se justifican en tanto sirven para lograr los fines 

que dieron lugar a la declaratoria del estado de excepción,  

 

114. En efecto, cumplen con la necesidad fáctica, esto es que se sustentan 

precisamente en el mantenimiento de las medidas de aislamiento preventivo 

obligatorio, y además porque atienden las recomendaciones dadas por la OIT 

plasmadas en la parte considerativa del Decreto Ley 491 de 2020, referentes a 

«adoptar medidas urgentes para (i) proteger a los trabajadores y empleadores 

y sus familias de los riesgos para la salud generadas por el coronavirus 

COVID-19; (ii) proteger a los trabajadores en el lugar de trabajo; (iii) estimular 

la economía y el empleo, y (iv) sostener los puestos de trabajo y los ingresos, con 

el propósito de respetar los derechos laborales, mitigar los impactos negativos y 

lograr una recuperación rápida y sostenida». (Negrilla de la Sala) 

 

115. En cuanto al análisis desde punto de vista de la necesidad jurídica, las 

medidas adoptadas por UIAF constituyen el mecanismo idóneo para evitar 

desplazamientos innecesario de los trabajadores del sector de compra y venta de 

divisas a efectos de preparar el reporte de los informes en el sistema SIREL, que 

como se dijo, resultaría inane, toda vez que con las restricciones a la movilidad no 

pueden desarrollar su actividad comercial.  

 

116. En efecto, la suspensión en la presentación de los tres tipos de reporte ya 

indicados, encuentra plena justificación en la protección de los derechos 

fundamentales a la salud y la vida de los profesionales de compra y venta de 

divisas, pues de no ser así se les exigiría continuar con el desarrollo de sus 

funciones laborales para el intercambio, procesamiento y reporte de la 



 

 

información, pese a las restricciones frente a la movilización a nivel nacional 

establecidas por el Decreto 457 de 22 de marzo de 2020, y posteriormente por los 

Decretos 531 de 8 de abril47 y 593 de 2448 de abril de 2020. 

 

117. En cuanto al principio de intangibilidad de los derechos se tiene que las 

decisiones adoptadas por la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020, no revisten 

ninguna restricción de derechos fundamentales, garantías o libertades 

establecidas a favor de los trabajadores del sector de la compra y venta de 

divisas, sino que tienen como objetivo la protección de sus derechos 

fundamentales a la vida, a la salud, y al debido proceso y además, acata las 

recomendaciones que para tales efectos formuló la OIT frente al escenario de la 

pandemia ocasionada por el COVID 19. Al contrario, generan un impacto positivo 

sobre los bienes jurídicos de los trabajadores de dicho sector, por lo que  guardan 

una estrecha conexidad con las normas superiores que le sirven de fundamento.   

 
 

118. En efecto, la Convención Americana de Derechos Humanos, y la Ley 

Estatutaria de los Estados de Excepción (art.5) consagran como derechos 

intangibles la vida y la integridad personal, entre otros, cuyo contenido no se ve 

comprometido en las medidas que se analizan en el sub judice, por el contrario, 

tienen un efecto positivo frente a los trabajadores del sector de compra y venta de 

las divisas.  

 

119. En lo que atañe al principio de no discriminación, es pertinente destacar, 

que el acto administrativo bajo examen no contiene medidas discriminatorias por 

razones políticas, de raza, sexo, edad, religión, educación, nivel de cultura o 

condición social, que puedan merecer un reproche a la luz de las disposiciones de 

la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 27.2) ello, porque bajo 

ninguna perspectiva irradian instrucciones discriminatorias.  

 

120. La Sala de acuerdo con todo lo expuesto, determina que las medidas 

adoptadas en la resolución objeto de control se ajustan al principio de 

proporcionalidad, en tanto son necesarias, adecuadas y están plenamente 

 
47 «  Por  e l  cua l  se  impar ten  ins t rucc iones  en  v i r tud  de  la  emergenc ia  san i ta r ia  
generada  por  la  pandemia  de l  Coronav i rus  COVID -19 ,  y  e l  manten im ien to  de l  o rden 
púb l i co  » 
48 «  Por  e l  cua l  se  impar ten  ins t rucc iones  en  v i r tud  de  la  emergenc ia  san i ta r ia  
generada  por  la  pandemia  de l  Coronav i rus  COVID -19 ,  y  e l  manten im ien to  de l  o rden 
púb l i co  » 



 

 

justificadas en la necesidad de ajustar los trámites administrativos que se surten 

al interior de la UAIF a la nueva realidad que impone la pandemia ocasionada por 

el Covid 19, de cara a los efectos de la medida de aislamiento preventivo 

obligatorio, frente a los trabajadores del sector de la compra y venta de divisas. 

 

121. En este orden, la Sala encuentra que le asistió razón a la UIAF y al Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público para defender la legalidad del acto analizado.  

 

3.11. Decisión  

 

122. La Sala Especial de Decisión Núm 9, a partir de las anteriores 

consideraciones, concluye que la Resolución 72 de 30 de marzo de 2020 está 

ajustada a la legalidad debido a que cumple, con los requisitos formales y 

materiales, se circunscribe a los límites impuestos por las disposiciones que 

integran el bloque de constitucionalidad y acredita las condiciones de finalidad, 

necesidad y proporcionalidad, sin que haya razones para inferir la trasgresión de 

norma alguna o para predicar que al proferirse este acto administrativo se haya 

incurrido en las demás causales que pueden llegar a determinar su anulación.   

 
 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sala Novena Especial de Decisión, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

FALLA  

 
PRIMERO.-   DECLARAR que la Resolución 072 de 30 de marzo de 2020 

expedida por el director general de la Unidad de Información y Análisis Financiero 

«Por la cual se suspenden los términos de reporte de información del sector de 

Profesionales de compra y venta de divisas regulados por la Resolución 059 de 

2013 de la Unidad de Información y Análisis Financiero - UIAF », objeto del 

presente control inmediato de legalidad, se encuentra plenamente ajustada a las 

disposiciones constitucionales, convencionales y legales, de conformidad con las 

consideraciones que quedaron plasmadas en la parte motiva de la presente 

providencia. 

 



 

 

SEGUNDO.-   ADVERTIR a la ciudadanía en general que la presente 

decisión no enerva la posibilidad de que el acto administrativo mencionado en el 

artículo anterior, sea demandado en ejercicio del medio de control de simple 

nulidad, por razones jurídicas distintas de las que quedaron consignadas en esta 

providencia.  

 

TERCERO.-  En firme esta decisión, archívese el expediente.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala Especial Decisión Nº 9 del 

Consejo de Estado, en sesión de la fecha. 
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